
 

 

JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., 13 de mayo de 2022  

 

Expediente:    11001333501420190005400 
Demandante:  DIANA MARCELA NIÑO VELA 
Demandado:   LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de 

febrero de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá, 

los cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de 

la Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 

Que mediante Acuerdo No. 013 del 14 de febrero de 2022 fue designado Juez Primero 

Administrativo Transitorio el suscrito y debidamente posesionado con acta de posesión No. 

46 de 2022 con efectos fiscales desde el 21 de febrero del presente año, por lo cual de 

conformidad con el oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 del Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, me corresponde conocer únicamente los procesos 

originados en los Juzgados Séptimo al Dieciocho Administrativos del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C.  

 

Ahora bien, observa el Despacho que el (30) de noviembre de 2020 el Honorable Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Sala Transitoria, confirmó la sentencia 

proferida en primera instancia por este Juzgado el (10) de septiembre de 2020, por medio de 

la cual se accedió a las pretensiones de la demanda.  

 



Que por lo anterior expuesto y de conformidad con el numeral 7 del artículo 67 de la Ley 

2080 de 2021 que modifica el artículo 267 de la Ley 1437 de 2011, el suscrito Juez: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Obedézcase y Cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca Sala Transitoria en providencia del (30) de noviembre de 2020, que confirmó 

la sentencia del (10) de septiembre de 2020. 

 

Una vez en firme el presente proveído, continúese con el trámite que corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

   

 

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

 
DanielaG. 

 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#267


 

 

JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., 13 de mayo de 2022  

 

Expediente:    11001333501420190007100 
Demandante:  IVAN DARIO TORRES SANABRIA 
Demandado:   LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de 

febrero de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá, 

los cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de 

la Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 

Que mediante Acuerdo No. 013 del 14 de febrero de 2022 fue designado Juez Primero 

Administrativo Transitorio el suscrito y debidamente posesionado con acta de posesión No. 

46 de 2022 con efectos fiscales desde el 21 de febrero del presente año, por lo cual de 

conformidad con el oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 del Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, me corresponde conocer únicamente los procesos 

originados en los Juzgados Séptimo al Dieciocho Administrativos del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C.  

 

Ahora bien, observa el Despacho que el (30) de septiembre de 2021 el Honorable Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Sala Transitoria, confirmó la sentencia 

proferida en primera instancia por este Juzgado el (19) de octubre de 2020, por medio de la 

cual se accedió a las pretensiones de la demanda.  

 



Que por lo anterior expuesto y de conformidad con el numeral 7 del artículo 67 de la Ley 

2080 de 2021 que modifica el artículo 267 de la Ley 1437 de 2011, el suscrito Juez: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Obedézcase y Cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca Sala Transitoria en providencia del (30) de septiembre de 2021, que confirmó 

la sentencia del (19) de octubre de 2020. 

 

Una vez en firme el presente proveído, continúese con el trámite que corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

   

 

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

 
DanielaG. 

 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#267


 

 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Dorian Isaza Osorio 

Demandado:  Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E. 

Expediente: No. 11001-33-35-014-2019-00091-00                     

 
ANTECEDENTES: 
 
1. El 19 de abril de 20221, el Despacho profirió sentencia de primera instancia, 
mediante la cual se condenó a la Subred integrada de Servicios de Salud Sur 
Occidente E.S.E. 
 
2. La parte demandada con escrito del 28 de abril de 20222, presentó y sustentó en 
término, el recurso de apelación contra la sentencia que se señala en el numeral 
primero. 
 
CONSIDERACIONES 
 
El artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en adelante, CPACA, que fue modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, determina en su numeral 1 que, el recurso de apelación debe 
interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de 
los 10 días siguientes a su notificación. 
 
El término para interponer el recurso de alzada comenzará a correr a partir del día 
siguiente al de la notificación, la cual se entenderá realizada una vez transcurran 
dos días hábiles siguientes al envío del mensaje de datos, conforme al numeral 2 
del artículo 205 del CPACA, modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021.   
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 247 del CPACA, establece que cuando contra 
la sentencia de primera instancia de carácter condenatorio (total o parcial) se 
interponga recurso de apelación, se citará a audiencia de conciliación previo a la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo soliciten su 
realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
En caso de no existir acuerdo mutuo entre las partes para solicitar la celebración de 
la audiencia de conciliación y fórmula conciliatoria, el numeral 3 ibídem, establece 
que el recurso de apelación se concederá mediante auto. 
 
El efecto en el que se concederá el recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia, será el suspensivo, de acuerdo al aparte inicial del parágrafo 1 
del artículo 243 del CPACA. 
 
CASO CONCRETO 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202019-00091/27SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=61XSyS   
2https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202019-00091/30Recurso%20de%20Apelacion.pdf?csf=1&web=1&e=Rnx3Rk  

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00091/27SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=61XSyS
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00091/27SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=61XSyS
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00091/30Recurso%20de%20Apelacion.pdf?csf=1&web=1&e=Rnx3Rk
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00091/30Recurso%20de%20Apelacion.pdf?csf=1&web=1&e=Rnx3Rk


 
- El escrito de apelación que radicó la parte demandada, el día 28 de abril de 

2022, se presentó dentro del término legal. 
 

- El Despacho al analizar el expediente, encuentra que en el proceso no 
reposa solicitud de las partes donde manifiesten de común acuerdo la 
realización de la audiencia de conciliación, así como tampoco fórmula 
conciliatoria, por lo que no hay lugar a convocar a audiencia de conciliación, 
y en su lugar se debe conceder de manera inmediata el recurso de apelación 
y ordenar la remisión del expediente al superior, para lo de su competencia. 

 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NO CONVOCAR a la audiencia de conciliación, que fija el numeral 2 del 
artículo 247 del CPACA, por las razones expuestas. 
 
SEGUNDO: CONCEDER en el efecto suspensivo,  el recurso de apelación que se 
radicó por la parte demandada el día 28 de abril de 2022, el cual se presentó y 
sustentó en contra la sentencia del diecinueve de abril de 2022, conforme a los 
expuesto en la parte motiva de esta sentencia. 
 
TERCERO: Por Secretaría, REMITIR el expediente digital al Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca para que se surta el trámite de rigor, previas las constancias del 
caso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12



 

 

Código de verificación: 0b7dcd6bcd3dbfd1f539c8b1c5e9ab9ad747b46c39ee9075d2655176400d5663

Documento generado en 12/05/2022 04:49:00 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., 13 de mayo de 2022.  

 

Expediente:    11001333501420190012100 
Demandante:   CARLOS ALFONSO SAENZ CUBILLOS 
Demandado:   NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACION 
 
 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de 

febrero de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá, 

los cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de 

la Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 

Que mediante Acuerdo No. 013 del 14 de febrero de 2022 fue designado Juez Primero 

Administrativo Transitorio el suscrito y debidamente posesionado con acta de posesión No. 

46 de 2022 con efectos fiscales desde el 21 de febrero del presente año, por lo cual de 

conformidad con el oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022 del Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, me corresponde conocer únicamente los procesos 

originados en los Juzgados Séptimo al Dieciocho Administrativos del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C.  

 

Ahora bien, observa el Despacho que el (29) de octubre de 2021 el Honorable Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Sala Transitoria, confirmó la sentencia 

proferida en primera instancia por este Juzgado el (16) de octubre de 2020, por medio de la 

cual se accedió a las pretensiones de la demanda.  

 



Que por lo anterior expuesto y de conformidad con el numeral 7 del artículo 67 de la Ley 

2080 de 2021 que modifica el artículo 267 de la Ley 1437 de 2011, el suscrito Juez: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Obedézcase y Cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca Sala Transitoria en providencia del (29) de octubre de 2021, que confirmó la 

sentencia del (16) de octubre de 2020. 

 

Una vez en firme el presente proveído, continúese con el trámite que corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

   

 

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

 
DanielaG. 

  

 

 

 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#267


 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Marcela del Socorro Mahecha Ramírez 
Demandado : Subred Integrada de Servicios de Salud Norte E.S.E. 
Expediente : 11001-3335-014-2019-00421-00 

 
ANTECEDENTES 

 
El 23 de marzo de 20221, el Despacho profirió Sentencia de Primera Instancia, 
mediante la cual se condenó a la Subred Integrada de Servicios de Salud Norte 
E.S.E. 
 
La parte demandada con escrito del día 07 de abril de 20222, presentó y sustentó 
en término, recurso de apelación contra la Sentencia de Primera Instancia proferida 
por este Despacho. 
 

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (en adelante CPACA), que fue modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, determina en su numeral 1 que, el recurso de apelación debe 
interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de 
los 10 días siguientes a su notificación. 
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 247 del CPACA, fija que cuando contra la 
sentencia de primera instancia de carácter condenatorio (total o parcial) se 
interponga recurso de apelación, se citará a audiencia de conciliación previo a la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo soliciten su 
realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
En caso de no existir acuerdo mutuo entre las partes para solicitar la celebración de 
la audiencia de conciliación y fórmula conciliatoria, el numeral 3 ibídem, establece 
que el recurso de apelación se concederá mediante auto. 
 
El efecto en el que se concederá el recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia, será el suspensivo, de acuerdo al aparte inicial del parágrafo 1 
del artículo 243 del CPACA. 
 

CASO CONCRETO 
 
Se tiene que el escrito de apelación que se radicó por la parte demandada, el día 
07 de abril de 2022, es decir que se presentó dentro del término legal. 
 
El Despacho al analizar el expediente, encuentra que en el proceso no reposa 
solicitud de las partes donde manifiesten de común acuerdo la realización de la 
audiencia de conciliación, así como tampoco fórmula conciliatoria, por lo que no hay 
lugar a convocar a audiencia de conciliación, y en su lugar se debe conceder de 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “71SentenciaPriemeraInstancia” 
2 Expediente digital. PDF “81RecursoSubred” 



 
 

manera inmediata el recurso de apelación y ordenar la remisión del expediente al 
superior, para lo de su competencia.  
 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NO CONVOCAR a la audiencia de conciliación, que fija el numeral 2 del 
artículo 247 del CPACA, por las razones expuestas.  
 
SEGUNDO: CONCEDER en el efecto suspensivo, el recurso de apelación del 
escrito que se radicó por la parte demandada el día 07 de abril de 2022, el cual se 
presentó y sustentó contra la Sentencia de Primera Instancia de 23 de marzo de 
2022, conforme a los expuesto en la parte motiva.  
 
TERCERO: RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor(a) Camilo 
Andrés Florián Gil, identificado(a) con la cédula de ciudadanía No 1.018.460.317 
de Bogotá y tarjeta profesional No 289.742 del C.S. de la J., como apoderado(a) de 
la parte accionada conforme al poder conferido que obra en el expediente3.  
 
CUARTO: Por Secretaría, REMITIR el expediente digital al Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca para que se surta el trámite de rigor, previas las constancias del 
caso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

MCHL 

                                                 
3 Expediente digital PDF “74Poder” 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 



 

Código de verificación: fc4018dd5c87994a8a98bc79921e77ab9b4d3f08e34f86c334cf0d8b3abe5175

Documento generado en 12/05/2022 04:49:01 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Nelcy Mancera Valencia  

Demandado:  Subred Integrada de Servicios de Salud Sur E.S.E 

Expediente: No. 11001-33-35-014-2019-00467-00                     

 
ANTECEDENTES: 
 
1. El 20 de abril de 20221, el Despacho profirió sentencia de primera instancia, 
mediante la cual se condenó a la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur E.S.E. 
 
2. Las partes demandante y demandada con escrito del día 262 de abril y 43 de mayo 
de 2022, presentaron y sustentaron en término, el recurso de apelación contra la 
sentencia que se señala en el numeral primero. 
 
CONSIDERACIONES 
 
El artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en adelante, CPACA, que fue modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, determina en su numeral 1 que, el recurso de apelación debe 
interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de 
los 10 días siguientes a su notificación. 
 
El término para interponer el recurso de alzada comenzará a correr a partir del día 
siguiente al de la notificación, la cual se entenderá realizada una vez transcurran 
dos días hábiles siguientes al envío del mensaje de datos, conforme al numeral 2 
del artículo 205 del CPACA, modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021.   
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 247 del CPACA, fija que cuando contra la 
sentencia de primera instancia de carácter condenatorio (total o parcial) se 
interponga recurso de apelación, se citará a audiencia de conciliación previo a la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo soliciten su 
realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
En caso de no existir acuerdo mutuo entre las partes para solicitar la celebración de 
la audiencia de conciliación y fórmula conciliatoria, el numeral 3 ibídem, establece 
que el recurso de apelación se concederá mediante auto. 
 
El efecto en el que se concederá el recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia, será el suspensivo, de acuerdo al aparte inicial del parágrafo 1 
del artículo 243 del CPACA. 
 
CASO CONCRETO 
 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202019-00467/89SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=9VUagX  
2 Recurso de apelación de la parte demandante en 7 folios 
3 Recurso de apelación parte demandada en 12 folios 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00467/89SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=9VUagX
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202019-00467/89SentenciaPrimeraInstancia.pdf?csf=1&web=1&e=9VUagX


- Se tiene que los escritos de apelación se radicaron por las partes 
demandante y demandada, los días 26 de abril y 4 de mayo de 2022, es decir 
que se presentaron dentro del término legal. 

 
- El Despacho al analizar el expediente, encuentra que en el proceso no 

reposa solicitud de las partes donde manifiesten de común acuerdo la 
realización de la audiencia de conciliación, así como tampoco fórmula 
conciliatoria, por lo que no hay lugar a convocar a audiencia de conciliación, 
y en su lugar se debe conceder de manera inmediata el recurso de apelación 
y ordenar la remisión del expediente al superior, para lo de su competencia. 

 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NO CONVOCAR a la audiencia de conciliación, que fija el numeral 2 del 
artículo 247 del CPACA, por las razones expuestas. 
 
SEGUNDO: CONCEDER en el efecto suspensivo, los recursos de apelación que se 
radicaron por las partes los días 26 de abril y 4 de mayo de 2022, contra la sentencia 
del veinte de abril de 2022, conforme a los expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. 
 
TERCERO: Por Secretaría, REMITIR el expediente digital al Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca para que se surta el trámite de rigor, previas las constancias del 
caso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12



 

 

Código de verificación: 8f0d905ca5fcb7289ae469865d14d23aec5dbd1c88756e43e0c8da7cc9b84957

Documento generado en 12/05/2022 04:49:03 PM
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JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2022  

 
Expediente:   11001333501420200004800 
Demandante:  DOLLY JANITH HERNANDEZ GARCIA 
Demandado:   NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y 
POLICIAL 

Juzgado Origen: Catorce (14) Administrativo del Circuito 
  
Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de febrero 

de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá D.C., los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 
Que el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá D.C. relacionó los procesos que 

corresponden al Juzgado Primero Administrativo Transitorio de Bogotá D.C. entre los cuales 

se asignó el proceso arriba referenciado, procedente del Juzgado 14 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá. 

 
Ahora bien, procede el Despacho a pronunciarse sobre el recurso de reposición interpuesto 

por el apoderado de la parte demandada contra el auto que admitió la demanda, proferido el 

22 de julio de 2021 (Folios 1 del documento 01 del expediente digitalizado). 

 

ANTECEDENTES 

 

El Dr. José Tomas Arrieta Acosta, Juez Tercero Administrativo Transitorio del Circuito 

Judicial de Bogotá D.C., admitió la presente demanda y ordenó notificar a la entidad 

demandada de conformidad con el artículo 199 y 200 de la Ley 1437 de 2011, por el término 

de 30 días en auto de fecha 22 de julio de 2021. 
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La Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, en escrito de fecha 13 

de diciembre de 2021, interpuso recurso de reposición argumentando que para la fecha de 

presentación de la presente demanda era la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar con 

autonomía administrativa y financiera, la encargada de la defensa de los intereses dentro de 

procesos judiciales de cobro coactivo y disciplinarios y no la Unidad Administrativa Especial 

de la Justicia Penal Militar y Policial, ya que ésta empezó a regir solo hasta el 14 de abril de 

2021, de conformidad con el Decreto No. 401 de 2021, hecho que conlleva a que solicite la 

revocatoria del auto admisorio y su desvinculación al proceso.  

 
La Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial dio cabal 

cumplimiento al numeral 201A del C.P.A.C.A, entendiéndose surtido el traslado a la parte 

demandante, la cual guardo silencio al respecto.  

  

CONSIDERACIONES: 

1. De la Oportunidad  

 
El escrito de reposición fue interpuesto en la oportunidad señalada en el artículo 318 del 

C.G.P, por remisión expresa del artículo 306 del C.A.P.A.C.A, pues el auto fue notificado 

personalmente a las partes por estado electrónico el 13 de diciembre de 2021 (Folio 1 del 

documento 3 del expediente digitalizado) y el recurso fue interpuesto y sustentado mediante 

escrito radicado el 13 de diciembre de 2021 (Folio 1 del documento 4 del expediente 

digitalizado), lo cual evidencia que entre dichas fechas no transcurrió un término superior a 

los tres (3) días. 

 
2. De la Procedibilidad 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 242 del CPACA., el cual dispone: “…El recurso de 

reposición procede contra todos los autos, salvo norma legal en contrario.”, y siendo este caso, un auto que 

admitió la demanda proferido por el Juez de primera instancia, y que no se encuentra enlistado 

en las causales del artículo 243 ibídem, es procedente abordase su estudio para resolverla.   

 
3. De la admisión de la demanda   

 
Establece el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, que el Juez admitirá la demanda que reúna 

los requisitos legales establecidos en los artículos 162 al 166 de la norma ibidem  y le dará el 

trámite que corresponda; supuesto que fue legalmente acatado por el Juez Tercero 

Administrativo Transitorio, pues una vez revisado el tramite surtido a la fecha, este Despacho 

no evidencia irregularidad contenida en el auto admisorio de la demanda, que pueda conllevar 

a una nulidad.  

 
Ahora bien, por su parte esta Instancia encuentra que, los argumentos expuestos por la 

apoderada de la parte demandada no buscan controvertir el auto sub examine, sino que 
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corresponde a un alegato de defensa que enmarca la excepción previa de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, argumento que debe ser invocado en la etapa procesal correspondiente, 

es decir, dentro del término para la contestación de la demanda.  

 
4. De la legitimación en la causa 

 
La legitimación en la causa, ha sido definida por el Consejo de Estado, en sentencia del 06 de 

agosto de 2012, dentro del proceso 11001-03-15-000-2012-01063-00, como la calidad que 

tiene la persona para formular o contradecir las pretensiones del libelo demandatorio siendo 

sujeto de la relación jurídica procesal, indicando: 

 

"Pues bien, la legitimación en la causa, corresponde a la calidad que tiene una persona para 

formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la relación 

jurídica sustancial. En otros términos, consiste en la posibilidad que tiene la parte 

demandante de reclamar el derecho invocado en la demanda -legitimación por activa- y de 

hacerlo frente a quien fue demandado -legitimación por pasiva-, por haber sido parte de la 

relación material que dio lugar al litigio.  

 
Corresponde a un presupuesto procesal de la sentencia de fondo favorable a las pretensiones, 

toda vez que constituye una excepción de fondo, entendida esta como un hecho nuevo alegado 

por la parte demandada para enervar la pretensión, puesto que tiende a destruir, total o 

parcialmente, el derecho alegado por el demandante” 

 

Así mismo ha manifestado esta alta corporación en sentencia del 13 de julio de 2016 dentro 

del proceso 68001-23- 33-000-2015-00144-01(55205) que: 

 

"… la legitimación en la causa... se trata de un presupuesto necesario para proferir sentencia 

de mérito favorable bien a las pretensiones del demandante, bien a las excepciones propuestas 

por el demandado. Así mismo, ha diferenciado entre la legitimación de hecho y la legitimación 

material en la causa, siendo la legitimación en la causa de hecho la relación procesal existente 

entre demandante legitimado en la causa de hecho por activa y demandado legitimado en la 

causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación de la demanda y con la notificación 

del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de demandado; dicha vertiente de 

la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para Intervenir en el 

trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación 

material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, 

ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño. En un 

sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no necesariamente concurrirá, 

al mismo tiempo, legitimación material, pues esta solamente es predicable de quienes 

participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración de la demanda o, 
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en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por 

consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si 

existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión que 

esta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 

condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra.” 

 

Visto lo anterior, considera el Despacho que la solicitud de revocar el auto admisorio de la 

demanda y ordenar la desvinculación de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 

Militar y Policial, con argumentos propios de la excepción de Falta de Legitimación en la Causa 

por Pasiva, no resultan procedente en esta etapa procesal, pues al realizar el análisis de la 

relación fáctica, de hecho, material y jurídica, entre las pretensiones, hechos de la demanda y 

el demandado, escapa y no es objeto de examen en la admisión de la demanda o control formal 

que realiza el Juez sobre la demanda. 

 
En suma, el Consejo de Estado ha señalado que la falta de legitimación en la causa por pasiva 

no es considerada como causal de rechazo de la demanda, indicando que: 

 

"La falta de legitimación en la causa no constituye una excepción que pueda enervar las 

pretensiones de la demanda, sino que configure un presupuesto anterior y necesario para que 

se pueda proferir sentencia, en el entendido de que, si no se encuentra demostrada tal 

legitimación, el juez no puede acceder a las pretensiones. Ahora bien, la falta de legitimación 

en la causa no es causal de rechazo de la demanda, comoquiera que de conformidad con el 

artículo 169 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

la demanda será rechazada cuando haya operado la caducidad de la acción impetrada, cuando 

habiendo sido inadmitida no haya sido subsanada en la oportunidad prevista, o cuando el 

asunto no sea susceptible de control judicial. Por su parte, determinar la existencia de dicha 

excepción es algo que, según el numeral 6 del artículo 180 de la misma codificación, debe 

hacerse en la audiencia inicial o en la sentencia, de acuerdo al artículo 187 del citado cuerpo 

normativo" 

 

5. De la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial 

 
El artículo 44 de la Ley 1765 de 2015, dispuso transformar la Dirección Ejecutiva de la Justicia 

Penal Militar, en Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial; en línea 

el Decreto 312 de 2021 en su artículo 34 dispuso que a partir de la entrada en vigencia de este, 

esto es el 26 de marzo de 2021, se entenderá que“…cuando un texto normativo haga referencia a la 

Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar del Ministerio de Defensa Nacional o a la Justicia Penal 

Militar, debe entenderse hecha a la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial”, 

con la finalidad de defender los intereses de esta y teniendo en cuenta que el caso bajo examine 

fue admitido en auto de fecha 22 de julio de 2021, y que además se trata de intereses que tienen 
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que ver con la Nación- Ministerio de Defensa Nacional -Ejercito Nacional – Dirección 

Ejecutiva de la Justicia Penal Militar hoy Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 

Militar y Policial, este Despacho concluye que ésta continua vinculada en el presente litigio en 

representación de la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar de conformidad con la 

norma expuesta.  

 
En consecuencia, el Juzgado Primero Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 

Bogotá D.C. 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado. 

 
SEGUNDO: No reponer el auto de fecha veintidós (22) de julio de 2021, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 
TERCERO: Dese cumplimiento  al numeral QUINTO del auto admisorio de fecha 

veintidós (22) de julio de 2021. 

 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a la Doctora Sylvana Alfonso Sánchez, 

identificada con cédula de No. 52.425.739 y portadora de la T.P. No. 123.770 del Consejo 

Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la parte demandante, en los términos 

y para los fines de la resolución vista a folio 24 y ss del documento 5 del expediente digitalizado. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

   

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

Angie V 
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JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2022  

 
Expediente:     11001333501420200005000 
Demandante:  MARIA ANTONIETA REY GUALDRON 
Demandado:   NACIÓN – RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN  JUDICIAL 
Juzgado Origen: Catorce (14) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de febrero 

de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá D.C., los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 
Que el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá D.C. relacionó los procesos que 

corresponden al Juzgado Primero Administrativo Transitorio de Bogotá D.C. entre los cuales 

se asignó el proceso arriba referenciado, procedente del Juzgado 14 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá. 

 
Que mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección 

Social se declaró la emergencia sanitaria por causa del coronavirus Covid-19 en el territorio 

nacional, prorrogada por las Resoluciones Nos. 844, 1462, 2230 de 2020 y 222, 73811315 y 

1913 de 2021 y actualmente tiene vigencia hasta el 30 de junio de 2022 de acuerdo a Resolución 

No. 666 de 2022. 

 
Que mediante el Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, proferido por el Ministerio 

de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 

judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado 

de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, concordante con el artículo 46, de la ley 2080 

del 25 de enero de 2021, Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 
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administrativo y de lo contencioso administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras 

disposiciones en materia de descongestión, entre otros, modifica el artículo 186 del C.P.A.C.A, 

referente a las actuaciones a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

 
1. De las excepciones previas 

 
El Despacho advierte que el apoderado de la entidad demandada presentó en término el escrito 

de contestación de demanda (Folio 1 del documento 18 del expediente digitalizado), dentro 

de la cual solicitó se declare probada la excepción que denominó “Integración de Litis Consorcio 

Necesario” (Folio 9 del documento 3 del expediente digitalizado),  la cual acorde con el artículo 

40 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del numeral 6 del artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, se deberá resolver dentro del auto de citación a audiencia.  

 
Es por lo anterior que este Juzgador indicará que, conforme a lo ya expuesto por la Sala del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, en providencia 

del 05 de diciembre de 2019, expediente 110013335008201800031-021, la excepción propuesta 

no tiene animo de prosperar como quiera que:   

 
“…la Presidencia de la Republica, el Ministerio de Hacienda y el 

Departamento Administrativo de la Función Pública, no deben ser parte de 

este asunto como extremo demandado, para responder por las pretensiones 

que son objeto de controversia.” (Negrilla y subrayado, fuera de texto) 

 
“Lo anterior por cuanto no se evidencia la existencia de un “vinculo inescindible con la relación 

de derecho sustancial que es objeto de debate en el proceso”, que permita llamar como Litis 

consortes necesarios a las entidades convocadas, con el objeto de que estas respondan por la condena 

que pueda proferirse en contra de la Nación-Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, pues como quedó explicado, el reajuste de las prestaciones sociales de la 

demandante con la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, le compete 

exclusivamente a la entidad empleadora de la señora Lusmila Calderón.” 

 
Como consecuencia de lo anterior, la excepción denominada como Integración de Litis 

Consorcio Necesario no está encaminada a prosperar, toda vez que no es indispensable que 

las entidades que se pretenden vincular, hagan parte de esta Litis, en suma, si se tiene en cuenta 

que  las  suplicas de  nulidad  por parte del demandante, van dirigidas contra actos 

administrativos que indiscutiblemente fueron dictados por quien funge hoy como parte 

demandada y en los cuales no intervino ninguna de las entidades sobre las cuales se reclama la 

integración del Litis consorte necesario. 

 

                                                 
1 Magistrado Dr Jaime Alberto Galeano Garzón, Demandante: Lusmila Calderón, Demandado: la Nación Rama Judicial 
Dirección ejecutiva de Administración Judicial  
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En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que una vez vencido el termino de traslado 

establecido en los artículos 172, 173 y 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo, este último modificado parcialmente por la ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, e ingresando el expediente al despacho el suscrito Juez: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 
SEGUNDO: Negar la excepción previa de Integración de Litis Consorcio Necesario, 

propuesta por la entidad demandada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
TERCERO: Cítese a los apoderados de las partes, así como al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a la audiencia inicial de que trata el artículo 

180 del C. P. A. C. A, modificado parcialmente por la Ley 2080 de 2021 y concordante con el 

articulo 2 y 7 de Decreto 806 de 2020, la cual se llevará a cabo de manera virtual el día viernes 

veinte (20) de mayo de 2022, a las (09:00 a.m.), el medio de transmisión será a través de la 

plataforma web LIFESIZE. 

 
El Despacho le hace saber a las partes, que el enlace para la asistencia a la audiencia será 

enviado con anticipación a los correos electrónicos aportados para efectos de notificaciones 

y/o números telefónicos aportados. 

 
CUARTO: Advertir a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el numeral 4 

del artículo 180 de la ley 1437 de 2011. 

 
QUINTO: Reconózcase personería adjetiva a Angélica Paola Arévalo Coronel, 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.018.406.144 de Bogotá D. C., portadora de la 

tarjeta profesional de abogada No. 192.088 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderada principal de la entidad demandada, en los términos y para los efectos del poder 

visible a folio 1 del documento 23 del expediente digitalizado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

  

   

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

Angie V 
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JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2022  

 
Expediente:     11001333501420200008500 
Demandante:  CAMILA ANDREA MORALES GALVAN 
Demandado:   NACIÓN – RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN  JUDICIAL 
Juzgado Origen: Catorce (14) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de febrero 

de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá D.C., los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 
Que el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá D.C. relacionó los procesos que 

corresponden al Juzgado Primero Administrativo Transitorio de Bogotá D.C. entre los cuales 

se asignó el proceso arriba referenciado, procedente del Juzgado 14 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá. 

 
Que mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección 

Social se declaró la emergencia sanitaria por causa del coronavirus Covid-19 en el territorio 

nacional, prorrogada por las Resoluciones Nos. 844, 1462, 2230 de 2020 y 222, 73811315 y 

1913 de 2021 y actualmente tiene vigencia hasta el 30 de junio de 2022 de acuerdo a Resolución 

No. 666 de 2022. 

 
Que mediante el Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, proferido por el Ministerio 

de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 

judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado 

de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, concordante con el artículo 46, de la ley 2080 

del 25 de enero de 2021, Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 
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administrativo y de lo contencioso administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras 

disposiciones en materia de descongestión, entre otros, modifica el artículo 186 del C.P.A.C.A, 

referente a las actuaciones a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

 
1. De las excepciones previas 

 
El Despacho advierte que el apoderado de la entidad demandada presentó en término el escrito 

de contestación de demanda (Folio 1 del documento 09 del expediente digitalizado), dentro 

de la cual solicitó se declare probada la excepción que denominó “Integración de Litis Consorcio 

Necesario” (Folio 9 del documento 10 del expediente digitalizado),  la cual acorde con el artículo 

40 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del numeral 6 del artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, se deberá resolver dentro del auto de citación a audiencia.  

 
Es por lo anterior que este Juzgador indicará que, conforme a lo ya expuesto por la Sala del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, en providencia 

del 05 de diciembre de 2019, expediente 110013335008201800031-021, la excepción propuesta 

no tiene animo de prosperar como quiera que:   

 
“…la Presidencia de la Republica, el Ministerio de Hacienda y el 

Departamento Administrativo de la Función Pública, no deben ser parte de 

este asunto como extremo demandado, para responder por las pretensiones 

que son objeto de controversia.” (Negrilla y subrayado, fuera de texto) 

 
“Lo anterior por cuanto no se evidencia la existencia de un “vinculo inescindible con la relación 

de derecho sustancial que es objeto de debate en el proceso”, que permita llamar como Litis 

consortes necesarios a las entidades convocadas, con el objeto de que estas respondan por la condena 

que pueda proferirse en contra de la Nación-Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, pues como quedó explicado, el reajuste de las prestaciones sociales de la 

demandante con la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, le compete 

exclusivamente a la entidad empleadora de la señora Lusmila Calderón.” 

 
Como consecuencia de lo anterior, la excepción denominada como Integración de Litis 

Consorcio Necesario no está encaminada a prosperar, toda vez que no es indispensable que 

las entidades que se pretenden vincular, hagan parte de esta Litis, en suma, si se tiene en cuenta 

que  las  suplicas de  nulidad  por parte del demandante, van dirigidas contra actos 

administrativos que indiscutiblemente fueron dictados por quien funge hoy como parte 

demandada y en los cuales no intervino ninguna de las entidades sobre las cuales se reclama la 

integración del Litis consorte necesario. 

 

                                                 
1 Magistrado Dr Jaime Alberto Galeano Garzón, Demandante: Lusmila Calderón, Demandado: la Nación Rama Judicial 
Dirección ejecutiva de Administración Judicial  
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En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que una vez vencido el termino de traslado 

establecido en los artículos 172, 173 y 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo, este último modificado parcialmente por la ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, e ingresando el expediente al despacho el suscrito Juez: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 
SEGUNDO: Negar la excepción previa de Integración de Litis Consorcio Necesario, 

propuesta por la entidad demandada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
TERCERO: Cítese a los apoderados de las partes, así como al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a la audiencia inicial de que trata el artículo 

180 del C. P. A. C. A, modificado parcialmente por la Ley 2080 de 2021 y concordante con el 

articulo 2 y 7 de Decreto 806 de 2020, la cual se llevará a cabo de manera virtual el día viernes 

veinte (20) de mayo de 2022, a las (09:00 a.m.), el medio de transmisión será a través de la 

plataforma web LIFESIZE. 

 
El Despacho le hace saber a las partes, que el enlace para la asistencia a la audiencia será 

enviado con anticipación a los correos electrónicos aportados para efectos de notificaciones 

y/o números telefónicos aportados. 

 
CUARTO: Advertir a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el numeral 4 

del artículo 180 de la ley 1437 de 2011. 

 
QUINTO: Reconózcase personería adjetiva a Angélica Paola Arévalo Coronel, 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.018.406.144 de Bogotá D. C., portadora de la 

tarjeta profesional de abogada No. 192.088 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderada principal de la entidad demandada, en los términos y para los efectos del poder 

visible a folio 1 del documento 11 del expediente digitalizado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

  

   

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

Angie V 



 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Julio Alexander Walteros Álvarez 
Demandado : Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional  
Expediente : 11001-3335-014-2020-00225-00 

 
El 27 de abril de 20221, el Doctor Rubén Darío Vanegas Vanegas identificado con 
la cédula de ciudadanía No. 79.734.050 y la tarjeta de abogado No. 173288, quien 
se ha venido desempeñando como apoderado de la parte accionante, señor Julio 
Alexander Walteros Álvarez, allegó escrito en el que informa la suspensión de su 
tarjeta profesional de abogado y solicita la suspensión y/o interrupción del proceso. 
Procede el Despacho a resolver teniendo en cuenta las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 159 del Código General del Proceso establece las causales de 
interrupción del proceso, así:  

 
ARTÍCULO 159. CAUSALES DE INTERRUPCIÓN. El proceso o la actuación 
posterior a la sentencia se interrumpirá: 
 
(…) 
 
2. Por muerte, enfermedad grave o privación de la libertad del apoderado 
judicial de alguna de las partes, o por inhabilidad, exclusión o suspensión en 
el ejercicio de la profesión de abogado. Cuando la parte tenga varios 
apoderados para el mismo proceso, la interrupción solo se producirá si el motivo 
afecta a todos los apoderados constituidos. 
 
(…) 
 
La interrupción se producirá a partir del hecho que la origine, pero si este sucede 
estando el expediente al despacho, surtirá efectos a partir de la notificación de 
la providencia que se pronuncie seguidamente. Durante la interrupción no 
correrán los términos y no podrá ejecutarse ningún acto procesal, con excepción 
de las medidas urgentes y de aseguramiento.”  (Énfasis del Despacho)  

 

Ahora bien, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial le impuso al Doctor Rubén 
Darío Vanegas Vanegas, abogado identificado con tarjeta profesional No. 173288 
una suspensión de 4 meses desde el 25 de marzo hasta el 24 de julio de 2022, tal 
como se puede constatar en la certificación expedida por la entidad, así:  
 

 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “71SentenciaPriemeraInstancia” 



 
 
Teniendo en cuenta la situación planteada, el Despacho considera que la misma se 
enmarca en la causal 2 del artículo 159 del Código General del Proceso para la 
interrupción del proceso.  
 
Una vez verificado el expediente se observa que el Doctor Rubén Darío Vanegas 
Vanegas obra como único apoderado del señor Julio Alexander Walteros Álvarez 
conforme al poder allegado junto con la demanda2, motivo por el cual resulta 
pertinente dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 160 del Código General del 
Proceso, que señala:  
 

“ARTÍCULO 160. CITACIONES. El juez, inmediatamente tenga 
conocimiento del hecho que origina la interrupción, ordenará notificar por 
aviso al cónyuge o compañero permanente, a los herederos, al albacea con 
tenencia de bienes, al curador de la herencia yacente o a la parte cuyo 
apoderado falleció o fue excluido o suspendido del ejercicio de la 
profesión, privado de la libertad o inhabilitado, según fuere el caso. 
 
Los citados deberán comparecer al proceso dentro de los cinco (5) días 
siguientes a su notificación. Vencido este término, o antes cuando concurran 
o designen nuevo apoderado, se reanudará el proceso. 
 
Quienes pretendan apersonarse en un proceso interrumpido, deberán presentar 
las pruebas que demuestren el derecho que les asista.” (Énfasis del despacho)  

 
En ese orden de ideas, se ordenará que por Secretaria se le notifique por aviso al 
señor Julio Alexander Walteros Álvarez informándole lo acaecido con su apoderado 
y requiriéndole para que en el término de cinco (5) días designe nuevo apoderado 
que lo represente, requisito indispensable para continuar con el trámite del proceso, 
en virtud de lo consagrado en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, que señala:  
 

                                                 
2 Expediente digital. PDF “02DemandaAnexos” Folio 28-29 



“ARTÍCULO 160. DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al 
proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 
casos en que la ley permita su intervención directa.”  

 
De igual manera, se le debe advertir al accionante que de no cumplir con las órdenes 
impuestas por el Despacho se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 de 
la Ley 1437 de 2011. 
 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Se ORDENA interrumpir el proceso de la referencia por la causal 
consagrada en el numeral 2 del artículo 159 del Código General del Proceso, desde 
el 25 de marzo de 2022 hasta el vencimiento del término de que trata el inciso 
siguiente. Para efectos de lo anterior, los términos judiciales del auto que corrió 
traslado para alegar de conclusión de 22 de abril de 2022 comenzarán a contarse 
una vez se reanude el proceso.  
 
SEGUNDO: Por Secretaria NOTIFICAR POR AVISO al señor Julio Alexander 
Walteros Álvarez informándole la suspensión disciplinaria del Doctor Rubén Darío 
Vanegas Vanegas y requiriéndole para que en el término de cinco (5) días designe 
nuevo apoderado, requisito indispensable para continuar con el trámite del proceso, 
en virtud de lo consagrado en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011.  
 
TERCERO: ADVERTIR al accionante que de no cumplir con las órdenes impuestas 
por el Despacho se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
CUARTO: DÉJENSE las constancias del caso.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,



 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: e87b40965711da37ed2ac59a840f8bbab71605403964e76de65c7aac1d843b3e

Documento generado en 12/05/2022 04:49:04 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Juan María Marquet Farrán  

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduprevisora S.A. 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00418-00                      

            
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “C”, que a través de la 

providencia1 proferida el veintitrés (23) de marzo dos mil veintidós (2022) y notificada 

personalmente el cuatro (04) de abril de dos mil veintidós (2022), CONFIRMÓ sentencia2  

proferida por este Despacho el día veintitrés (23) de septiembre de dos mil veintiuno (2021), 

que denegó las pretensiones de la demanda. 

 

Cumplido lo anterior, procédase a ARCHIVAR el expediente, previas las constancias a las 

que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202020-00418/33Sentencia%202a%20instancia.pdf?csf=1&web=1&e=BCb3fo 
2https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202020-00418/23ActaAudienciaSentencia.pdf?csf=1&web=1&e=ggB4f2 



Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: c1da03a39c3fe4c2ca6181e737b1f99349a06875f8a310a0a7985f89657b375a

Documento generado en 12/05/2022 04:49:05 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Luis Arnoldo Peláez Buitrago 

Demandado:  Fiduciaria la Previsora PAP – Fiduciaria la Previsora S.A., 

Defensa Jurídica del extinto DAS y su Fondo Rotatorio y la 

Unidad Nacional de Protección   

Expediente: No. 11001-33-35-014-2021-00119-00                     

 
ANTECEDENTES: 
 
1. El 15 de marzo de 20221, el Despacho profirió sentencia de primera instancia, 
mediante la cual se condenó a la Fiduprevisora S.A. Patrimonio Autónomo – 
Defensa Jurídica del extinto Departamento Administrativo de Seguridad –D.A.S., y 
su Fondo Rotatorio. 
 
2. Las entidades demandadas con escritos de los días 242 y 303 de marzo de 2022, 
presentaron y sustentaron en término, el recurso de apelación contra la sentencia 
que se señala en el numeral primero. 
 
3. Resolver solicitud realizada el 25 de marzo 2022. 
 
CONSIDERACIONES 
 
El artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en adelante, CPACA, que fue modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, determina en su numeral 1 que, el recurso de apelación debe 
interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de 
los 10 días siguientes a su notificación. 
 
El término para interponer el recurso de alzada comenzará a correr a partir del día 
siguiente al de la notificación, la cual se entenderá realizada una vez transcurran 
dos días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme fija el numeral 2 del 
artículo 205 del CPACA, modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021.   
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 247 del CPACA, fija que cuando contra la 
sentencia de primera instancia de carácter condenatorio (total o parcial) se 
interponga recurso de apelación, se citará a audiencia de conciliación previo a la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo soliciten su 
realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
En caso de no existir acuerdo mutuo entre las partes para solicitar la celebración de 
la audiencia de conciliación y fórmula conciliatoria, el numeral 3 ibídem, establece 
que el recurso de apelación se concederá mediante auto. 
 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FI
NALIZADOS/F%202021-00119/42ActaAudienciaInicialSentencia.pdf?csf=1&web=1&e=lXkohe  
2 Recurso de apelación UNP  en 19 folios. 
3 Recurso de apelación PAP  Fiduprevisora S.A. en 25 folios. 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202021-00119/42ActaAudienciaInicialSentencia.pdf?csf=1&web=1&e=lXkohe
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/FINALIZADOS/F%202021-00119/42ActaAudienciaInicialSentencia.pdf?csf=1&web=1&e=lXkohe


El efecto en el que se concederá el recurso de apelación contra la sentencia de 
primera instancia, será el suspensivo, de acuerdo al aparte inicial del parágrafo 1 
del artículo 243 del CPACA. 
 
CASO CONCRETO 
 

- Los escritos de apelación se radicaron por las entidades demandadas, los 
días 24 y 30 de marzo de 2022, es decir que se presentaron dentro del 
término legal. 

 
- El Despacho al analizar el expediente, encuentra que en el proceso no 

reposa solicitud de las partes donde manifiesten de común acuerdo la 
realización de la audiencia de conciliación, así como tampoco fórmula 
conciliatoria, por lo que no hay lugar a convocar a audiencia de conciliación, 
y en su lugar se debe conceder de manera inmediata el recurso de apelación 
y ordenar la remisión del expediente al superior, para lo de su competencia. 

 
De otro lado, en atención a la petición realizada por el apoderado la PAP 
Fiduprevisora S.A. , de la copia del recurso de apelación presentado por el 
apoderado de la UNP, se accederá a la misma.  
 
En consecuencia, este Juzgado 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NO CONVOCAR a la audiencia de conciliación, que fija el numeral 2 del 
artículo 247 del CPACA, por las razones expuestas. 
 
SEGUNDO: CONCEDER en el efecto suspensivo,  los recursos de apelación que 
se radicaron por las entidades demandadas los días 24 y 30 de marzo de 2022, 
contra la sentencia del quince de marzo de 2022, conforme a los expuesto en la 
parte motiva de esta providencia. 
 
TERCERO: ENVIAR por Secretaría del Despacho copia digital del recurso de 
apelación presentado por la UNP al apoderado de la PAP Fiduprevisora S.A. 
 
CUARTO: Por Secretaría, REMITIR el expediente digital al Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca para que se surta el trámite de rigor, previas las constancias del 
caso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

DVT 

Firmado Por:



 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 50909b3dee2bff1cd0bc5186df67a2249890ce95bb596c71c38b770b7f738800

Documento generado en 12/05/2022 04:49:05 PM
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JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 13 de mayo de 2022  

 
Expediente:     11001333501420210017300 
Demandante:  ANA ROSALBA ROJAS GASCA 
Demandado:   NACIÓN – RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN  JUDICIAL 
Juzgado Origen: Catorce (14) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso arriba referenciado, teniendo 

en cuenta las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA22-11918 del 02 de febrero 

de 2022 creó tres (3) juzgados administrativos transitorios para la ciudad de Bogotá D.C., los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar, desde el 07 de febrero hasta el 06 de octubre 

de 2022. 

 
Que el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá D.C. relacionó los procesos que 

corresponden al Juzgado Primero Administrativo Transitorio de Bogotá D.C. entre los cuales 

se asignó el proceso arriba referenciado, procedente del Juzgado 14 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá. 

 
Que mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección 

Social se declaró la emergencia sanitaria por causa del coronavirus Covid-19 en el territorio 

nacional, prorrogada por las Resoluciones Nos. 844, 1462, 2230 de 2020 y 222, 73811315 y 

1913 de 2021 y actualmente tiene vigencia hasta el 30 de junio de 2022 de acuerdo a Resolución 

No. 666 de 2022. 

 
Que mediante el Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, proferido por el Ministerio 

de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías 

de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 

judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado 

de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, concordante con el artículo 46, de la ley 2080 

del 25 de enero de 2021, Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 
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administrativo y de lo contencioso administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras 

disposiciones en materia de descongestión, entre otros, modifica el artículo 186 del C.P.A.C.A, 

referente a las actuaciones a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

 
1. De las excepciones previas 

 
El Despacho advierte que el apoderado de la entidad demandada presentó en término el escrito 

de contestación de demanda (Folio 1 del documento 12 del expediente digitalizado), dentro 

de la cual solicitó se declare probada la excepción que denominó “Integración de Litis Consorcio 

Necesario” (Folio 9 del documento 12 del expediente digitalizado),  la cual acorde con el artículo 

40 de la Ley 2080 de 2021, modificatorio del numeral 6 del artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, se deberá resolver dentro del auto de citación a audiencia.  

 
Es por lo anterior que este Juzgador indicará que, conforme a lo ya expuesto por la Sala del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, en providencia 

del 05 de diciembre de 2019, expediente 110013335008201800031-021, la excepción propuesta 

no tiene animo de prosperar como quiera que:   

 
“…la Presidencia de la Republica, el Ministerio de Hacienda y el 

Departamento Administrativo de la Función Pública, no deben ser parte de 

este asunto como extremo demandado, para responder por las pretensiones 

que son objeto de controversia.” (Negrilla y subrayado, fuera de texto) 

 
“Lo anterior por cuanto no se evidencia la existencia de un “vinculo inescindible con la relación 

de derecho sustancial que es objeto de debate en el proceso”, que permita llamar como Litis 

consortes necesarios a las entidades convocadas, con el objeto de que estas respondan por la condena 

que pueda proferirse en contra de la Nación-Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, pues como quedó explicado, el reajuste de las prestaciones sociales de la 

demandante con la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, le compete 

exclusivamente a la entidad empleadora de la señora Lusmila Calderón.” 

 
Como consecuencia de lo anterior, la excepción denominada como Integración de Litis 

Consorcio Necesario no está encaminada a prosperar, toda vez que no es indispensable que 

las entidades que se pretenden vincular, hagan parte de esta Litis, en suma, si se tiene en cuenta 

que  las  suplicas de  nulidad  por parte del demandante, van dirigidas contra actos 

administrativos que indiscutiblemente fueron dictados por quien funge hoy como parte 

demandada y en los cuales no intervino ninguna de las entidades sobre las cuales se reclama la 

integración del Litis consorte necesario. 

 

                                                 
1 Magistrado Dr Jaime Alberto Galeano Garzón, Demandante: Lusmila Calderón, Demandado: la Nación Rama Judicial 
Dirección ejecutiva de Administración Judicial  
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En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que una vez vencido el termino de traslado 

establecido en los artículos 172, 173 y 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo, este último modificado parcialmente por la ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, e ingresando el expediente al despacho el suscrito Juez: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Avocar conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 
SEGUNDO: Negar la excepción previa de Integración de Litis Consorcio Necesario, 

propuesta por la entidad demandada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
TERCERO: Cítese a los apoderados de las partes, así como al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a la audiencia inicial de que trata el artículo 

180 del C. P. A. C. A, modificado parcialmente por la Ley 2080 de 2021 y concordante con el 

articulo 2 y 7 de Decreto 806 de 2020, la cual se llevará a cabo de manera virtual el día viernes 

veinte (20) de mayo de 2022, a las (09:00 a.m.), el medio de transmisión será a través de la 

plataforma web LIFESIZE. 

 
El Despacho le hace saber a las partes, que el enlace para la asistencia a la audiencia será 

enviado con anticipación a los correos electrónicos aportados para efectos de notificaciones 

y/o números telefónicos aportados. 

 
CUARTO: Advertir a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el numeral 4 

del artículo 180 de la ley 1437 de 2011. 

 
QUINTO: Reconózcase personería adjetiva a Angélica Paola Arévalo Coronel, 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.018.406.144 de Bogotá D. C., portadora de la 

tarjeta profesional de abogada No. 192.088 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderada principal de la entidad demandada, en los términos y para los efectos del poder 

visible a folio 1 del documento 14 del expediente digitalizado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

  

   

RODRIGO JOSÉ ZABALETA BAÑOL 
Juez 

Angie V 



 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Bladimir Echenique Ospino 
Demandado : Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Armada Nacional 
Expediente : 11001-3335-014-2021-00203-00 

 
Al haberse interpuesto y sustentado el recurso de apelación en el término previsto 
y teniendo en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2431 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo son 
apelables en el efecto suspensivo las sentencias de primera instancia, se ordena 
CONCEDER el recurso2 de apelación interpuesto oportunamente por el apoderado 
judicial de la parte DEMANDANTE contra la sentencia proferida en Audiencia Inicial3 
de 19 de abril de 2022, mediante la cual se negaron las pretensiones la demanda. 
 
En consecuencia, se ordena REMITIR el expediente a la Sección Segunda del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
1 Modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021  
2 Expediente digital. PDF “26RecurodeApelacion” 
3 Expediente digital. PDF “25ActaAudienciaInicialSentencia”  
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Hernando Prada Tapia 
Demandado : Administradora Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN 
Expediente : 11001-3335-014-2021-00274-00 
 
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante Hernando Prada Tapia contra la Administradora Fondo de 
Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN, corresponderá verificar si el conocimiento 
está radicado en este despacho judicial. 
 

ANTECEDENTES 
 
El demandante a través de apoderado judicial presentó el 08 de abril de 20211 
demanda ordinaria laboral que correspondió al Juzgado Veinticinco (25) Laboral 
del Circuito Judicial de Bogotá. 
 
El citado Despacho judicial mediante auto del 07 de julio de 20212 dispuso lo 
siguiente:  
 

“Al entrar a verificar la competencia para conocer del presente proceso, se 
observa que se trata de un proceso Ordinario de HERNANDO PRADA TAPIA 
contra ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSION ES Y CESANTIAS 
PROTECCIÓN SA en el cual se pretende se declare responsable a la 
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PROTECCIÓN (antes "COLMENA)", por la omisión de cobrar el aporte 
pensional al empleador Rama Judicial Dirección Seccional Bogotá-
Cundinamarca correspondiente a los 22 días del mes de enero de 1996, 
equivalente a la suma de SESENTA MIL SETECIENTOS TREINTA Y SIETE 
PESOS ($60,737,00) M./CTE y en consecuencia se condene a la AFP ya 
mencionada, al pago de los rendimientos financieros dejados de percibir por la 
omisión de cobrar el aporte pensional al empleador Rama Judicial Dirección 
Seccional Bogotá - Cundinamarca correspondiente a los 22 días del mes de 
enero de 19%, lo anterior aunado a las demás pretensiones que dependen 
exclusivamente de las pretensiones antes mencionadas. 
 
En consecuencia, es del caso señalar que en asuntos como el que nos ocupa 
la competencia no recae en el Juez Laboral como lo aduce la parte actora en 
su escrito de demanda, sino en el Juez Administrativo del Circuito, como 
quiera que, se deberán llamar a integrar a la Litis al empleador Rama Judicial 
Dirección Seccional Bogotá - Cundinamarca, para que ejerza su derecho de 
contradicción y defensa frente a las manifestaciones y omisiones que se le 
endilgan, por pago de aportes a pensión de un ex empleado de la Rama 
Judicial. 
 
Lo anterior, constituye en una situación que obliga a estudiar el factor de 
competencia pues no existe controversia frente a la naturaleza del litigio por lo 
que se dan las circunstancias previstas para que sea la Jurisdicción de lo 
Contencioso especialidad Administrativa dado que versara sobre unas 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “03RepartoLaborales” 
2 Expediente digital. PDF “04AutoRemite”  
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omisiones de una entidad pública a favor del demandante y en ese sentido se 
considera que es la competente para conocer del presente asunto. 
 
En consecuencia de lo anterior, el Despacho dispondrá remitir a la oficina 
Judicial de Reparto de Bogotá, el presente proceso para que sea repartido 
entre los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DEL CIRCUITO DE BOGOTA por 
ser los competentes para conocer del mismo, previas las desanotaciones en 
los libros radicadores.”  

 
En cumplimiento a esa orden, mediante Oficio Nº J25L-863 de 21 de julio de 
20213, se envió el expediente a los Juzgados Administrativos Orales de Bogotá 
D.C., siendo repartido el día 06 de julio de 2021 y correspondiéndole al Juzgado 
43 Administrativo Oral de Bogotá- Sección Cuarta4, quien a su vez profirió auto de 
17 de agosto de 20215 en donde dispuso:  
 

“Del anterior fundamento normativo, de las pretensiones de la demanda y de 
los actos administrativos acusados, se concluye la falta de competencia de 
este Juzgado perteneciente a la Sección Cuarta del Circuito Administrativo de 
Bogotá, para tramitar la presente  acción, toda vez que, el  asunto  debatido, 
versa sobre la omisión de la demandada de cobrar un aporte pensional al 
antiguo empleador del señor HERNANDO PRADA TAPIA esto es, la Rama 
Judicial Dirección Seccional Bogotá correspondiente a 22 días del mes 
de enero de 1996, en razón a lo anterior, se evidencia que no tiene relación 
con la determinación de impuestos, tasas, contribuciones o jurisdicción 
coactiva, los cuales son temas de estudio de la Sección Cuarta, razón por la 
cual carece de competencia. 
 
En consecuencia, se advierte que la competente para conocer el proceso bajo 
estudio es la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos de Bogotá, 
por cuanto, según lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 2288 de 1989, ya 
citado, le corresponde el conocimiento  de los  procesos de nulidad y 
restablecimiento de carácter laboral, tal cual se evidencia en el asunto de 
fondo de la demanda de la referencia, amén de la calidad del demandado.  
 
(…)  
 
PRIMERO: REMÍTASE por razones de competencia, el expediente de la 
referencia a la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos de Bogotá 
para que se haga el reparto correspondiente entre los Jueces que la 
componen, para lo de su competencia. 
 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, remítase el expediente a la Oficina 
de Apoyo (Reparto) de los Juzgados Administrativos de Bogotá, previas las 
anotaciones del caso. 
 
TERCERO: TÉNGASE como fecha de presentación de la demanda el día 8 de 
abril de 2021 según acta de reparto del Juzgado 25 Laboral del Circuito 
Judicial de Bogotá, para efectos de la caducidad.”  

 
El asunto nuevamente fue sometido a reparto el 10 de septiembre de 2021 
correspondiéndole al Juzgado 14 Administrativo Oral de Bogotá- Sección 
Segunda6. En el escrito de demanda se plantean como pretensiones las 
siguientes:  
 

“IV. PRETENSIONES 

                                                 
3 Expediente digital. Word “05-2021-188 OFICIO ENVIAR A JUZG. ADMINISTRATIVOS – 

COMPETENCIA”  
4 Expediente digital. PDF “06ActaReparto-JUZGADO 43 -  500” 
5 Expediente digital. PDF “07AutoRemitePorCompetencia”  
6 Expediente digital. PDF “09ActaReparto” 
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1. Se DECLARE RESPONSABLE a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCION (antes “COLMENA)”, por la 
omisión de cobrar el aporte pensional al empleador Rama Judicial Dirección 
Seccional Bogotá-Cundinamarca correspondiente a los 22 días del mes de 
enero de 1996, equivalente a la suma de SESENTA MIL SETECIENTOS 
TREINTA Y SIETE PESOS ($60.737,oo) M./CTE.   
 
2. Se declare que la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PROTECCION (antes “COLMENA)” responsable por el cobro 
indebido por concepto de administración de los recursos pensionales 
realizados al aquí demandante durante el período enero de 1.996 a mayo de 
1997, equivalente a la suma de TRESCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL 
SETECIENTOS SESENTA Y OCHO ($359.768,oo) M./CTE.   
 
3. Se DECLARE DEUDOR MOROSO a la ADMINISTRADORA DE FONDO 
DE PENSIONES Y CESANTÍAS POTECCION (ANTES COLMENA), por la 
suma de TRESCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS 
SESENTA Y OCHO ($359.768,oo) M./CTE., por cobro indebido de la 
administración de los recursos o aportes pensionales, correspondientes a la 
vigencia de enero de 1.996 a mayo de 1997.  
 
4. Se declare a la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS POTECCION (ANTES COLMENA), a pagar por intereses 
moratorios sobre las sumas de SESENTA MIL SETECIENTOS TREINTA Y 
SIETE PESOS ($60.737,oo) M./CTE. por concepto de aporte pensional del 01 
al 22 de enero de 1996; y, TRESCIENTOS CINCUENTA MIL 
CUATROCIENTOS NOVENTA Y TRES PESOS ($350.493,oo) M./CTE., 
causados desde el 01 de enero de 1996 hasta  Mayo 31 de 1997, como 
devolución del cobro indebido de la administración sobre el aporte pensional; 
es decir, para un total de CUATROCIENTOS VEINTE MIL QUINIENTOS 
CINCO PESOS ($420.505,oo) M./CTE.; los que son tasados provisionalmente 
con intereses moratorios hasta la fecha de presentación de la demanda en la 
suma de TRESCIENTOS OCHENTA Y SIETE MILLONES TRESCIENTOS 
CUARENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS ($387’345.803,oo) 
M./CTE.   
 
5. Se declare que la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PROTECCION (antes “COLMENA”) es deudora de los 
rendimientos financieros de la suma de CUATROCIENTOS VEINTE MIL 
QUINIENTOS CINCO PESOS ($420.505,oo) M./CTE.; incluidos los 
rendimientos financieros entre Enero de 1996 a Mayo 31 e 1997; desde el 01 
de Junio de 1997 hasta la fecha de pago; los cuales serán tasados a través de 
un Perito. 
 
6. Se declare que la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PROTECCION (antes “COLMENA”) debe cancelar el valor de 
indemnización total de los perjuicios causados a HERNANDO PRADA TAPIA, 
los que serán tasados en su oportunidad por el Juez de conocimiento. (…)”  

 
CONSIDERACIONES 

 
El numeral 4 del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social (Decreto-Ley 2158 de 1948) modificado por del artículo 622 de la Ley 1564 
de 2012, establece la competencia de la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad 
Laboral así:  
 

“ARTICULO 2. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
 
(…)  
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4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de 
responsabilidad médica y los relacionados con contratos. (…)”  

 
Lo anterior significa que el asunto de la referencia, por tratarse de una 
controversia relativa a la seguridad social entre el afiliado Hernando Prada Tapia, 
la entidad administradora de pensiones en este caso la AFP PROTECCIÓN y 
eventualmente el empleador, es decir, la Rama Judicial Dirección Seccional 
Bogotá-Cundinamarca, el competente es el juez ordinario laboral en virtud de la 
norma anteriormente transcrita.  
 
De igual manera, se debe tener en cuenta que la demanda presentada, tal como 
se formularon las pretensiones, se dirige expresamente contra la AFP Protección, 
la cual es una entidad de carácter particular, frente a cuyas actuaciones el Juez 
Contencioso Administrativo carece de competencia.  
 
Si bien se afirma en la demanda que el empleador del accionante fue la Rama 
Judicial Dirección Seccional Bogotá-Cundinamarca, ese hecho por sí solo no le 
otorga competencia al Juez Contencioso Administrativo como quiera que la 
controversia no gira en torno a ningún acto administrativo que haya proferido esa 
entidad pública y antes por el contrario, todas las pretensiones se dirigen contra a 
AFP Protección, siendo entonces una típica controversia relativa a seguridad 
social que cuyo conocimiento es de la justicia ordinaria en su especialidad laboral 
y de seguridad social. 
 
En ese orden de ideas, el suscrito considera que carece de jurisdicción para 
conocer del asunto de la referencia, al ser competente para tramitarlo el Juez 
Laboral del Circuito de Bogotá en virtud de lo dispuesto en el 4 del artículo 2 del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (Decreto-Ley 2158 de 1948) 
modificado por del artículo 622 de la Ley 1564 de 2012.  
 
Ahora, si bien el reparto al interior de los juzgados administrativos se realizó a la 
Sección Cuarta y el Juzgado 43 Administrativo Oral de Bogotá- Sección Cuarta lo 
remitió a la Sección Segunda, cuando finalmente fue aginado a este Despacho 
Judicial, lo cierto es que se presenta un conflicto negativo de competencias por 
falta de jurisdicción con el Juzgado Veinticinco (25) Laboral del Circuito 
Judicial de Bogotá, que pertenece a la jurisdicción que resulta competente y 
quien además fue quien inicialmente recibió el expediente para tramitarlo.  
 
En virtud de lo anterior, se procede a formular el conflicto negativo de competencia 
para que sea resuelto por la Corte Constitucional de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 241 numeral 11 de la Constitución Política adicionado por el artículo 
14 del Acto Legislativo 2 de 2015, así;  
 

“ARTICULO 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la 
integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos 
de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 
 
11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones. (…)”  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo Sección Segunda 
Oral del Circuito de Bogotá; 
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RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR que este Juzgado no tiene competencia por falta de 
Jurisdicción para conocer de la demanda presentada por Hernando Prada Tapia 
contra la Administradora Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva.  
 
SEGUNDO: ESTIMAR que el competente para conocer del asunto es el 
JUZGADO VEINTICINCO (25) LABORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ.  
 
TERCERO: REMITIR el expediente a la CORTE CONSTITUCIONAL, órgano 
competente para DIRIMIR la COLISIÓN NEGATIVA DE COMPETENCIA entre el 
Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral del Circuito de Bogotá - Sección 
Segunda y el Juzgado Veinticinco (25) Laboral del Circuito Judicial de 
Bogotá, en virtud de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 11 de la Constitución 
Política.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Martha Libia Escobar Julio 
Demandado : Caja de Retiro de las Fuerzas Militares –CREMIL 
Expediente : 11001-3335-014-2021-00278-00 

 
Mediante auto del 07 de diciembre de 20211, se ordenó requerir a la Dirección de 
Personal del Ejército Nacional y a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares –
CREMIL para que remitiera certificación en la que se indicara el último lugar 
geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del señor HERIBERTO 
MORALES BERNAL(Q.E.P.D).  
 
El 11 de enero de 2022 el Coordinador del Grupo Centro Integral del Servicio al 
Usuario de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares allegó certificación2 en donde 
se indicó que el “(…) señor Sargento Mayor (RA) del Ejército HERIBERTO 
MORALES  BERNAL (Q.E.P.D), quien se identificaba con cédula  de ciudadanía 
No.  11.299.623 se pudo establecer que la última unidad donde  prestó sus servicios 
militares fue en: DIRECCIÓN  DE RECLUTAMIENTO Y MOVILIDAD EN BOGOTA 
D.C (CUNDINAMARCA)”  
 
En consecuencia y por reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y 
siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – Ley 1437 de 2011 y la Ley 2080 de 2021, procede este Despacho 
a dictar auto ADMISORIO DE LA DEMANDA de medio de control de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de carácter laboral instaurado por la señora 
MARTHA LIBIA ESCOBAR JULIO actuando a través de apoderado judicial, contra 
la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES –CREMIL, en relación a la 
RESOLUCIÓN N° 6898 DE 30 DE ABRIL DE 2021 y la RESOLUCIÓN N° 9172 DE 
30 DE JULIO DE 2021 y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 
2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, se dispone: 
 

1. ADMITIR la presente demanda conforme al artículo 171 de la Ley 1437 de 
2011.  

 
2. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  

Representante Legal de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES –CREMIL, o a quien este haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de 
la Ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 
de 2021. 

 
3.  NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 

según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “26AutoPrevioLugarTrabajo”  
2 Expediente digital. PDF “31Certificacion” 
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Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 
que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 
pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su 
poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 
en el artículo 212 ibídem. 
 

4. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 
Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 
171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
5. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 
C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
6. ORDENAR a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como 

gastos ordinarios del proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
4° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, suma que será consignada en la 
Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 (Convenio 14975) GASTOS 
ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de Colombia, dentro de los 
tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 

 
7. CORRER TRASLADO de la demanda de conformidad con lo previsto en el 

artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA y al MINISTERIO 
PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término común de treinta 
(30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, comenzará a correr 
después de realizada la notificación a los dos (2) días hábiles siguientes al 
del envío del mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales de la entidad demandada. 

 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 
para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 
que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 
para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 

8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la 
parte demandante al doctor Amador Valderrama Copete 3, identificado con 
cédula de ciudadanía N° 82.382.133 y tarjeta profesional N° 107.227 del 
Consejo Superior de la Judicatura, en los términos y para los fines del poder 
conferido4.  

 
9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 

alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los 
Acuerdos PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la 
Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los documentos deberán 

                                                 
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 385057 , a la fecha no registra sanciones en su contra. 
4 Expediente digital. PDF “03Poderes” 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Sixta Tulia Camacho Pinzón 
Demandado : Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES 
Expediente : 11001-3335-014-2021-00336-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. En el escrito de la demanda, en el acápite de PRETENSIONES3, se solicita la 
nulidad de la RESOLUCIÓN SUB 189553 DE 12 DE AGOSTO DE 20214 proferida 
por la SUBDIRECTORA DE DETERMINACIÓN V de COLPENSIONES, sin 
embargo, al revisar dicho documento encuentra el Despacho que no constituye acto 
administrativo definitivo en los términos del artículo 43 de la Ley 1437 de 201, ya que 
dicho acto se limita a rechazar por extemporáneo un recurso de reposición interpuesto 
en contra de la Resolución SUB 100066 de 28 de abril de 2021. 
 
Para el caso, debe el apoderado de la parte demandante demandar los actos 
administrativos constitutivos de toda la actuación administrativa, por cuanto es 
deber del demandante dirigir la demanda contra aquellos actos que dan respuesta 
definitiva a la petición inicial así como todos los que resuelvan los recursos que 
procedieron, si los hubo5, allegando copia de dichos actos o si es del caso, debe 
pretender la configuración de acto presunto respecto del mismo en caso de que la 
administración no haya efectuado pronunciamiento alguno. 
 
En ese sentido procede el Despacho a requerir a la parte demandante para que 
adecúe las pretensiones de la demanda y el poder en el sentido de manifestar si 
desea solicitar la nulidad de la RESOLUCIÓN SUB 100066 DE 28 DE ABRIL DE 
2021, ya que de continuar con el trámite del proceso de la referencia se tendría como 
resultado una inepta demanda, por lo que el Despacho en aras de verificar la 
existencia de los presupuestos procesales de la misma debe precaver que el asunto 
no culmine en la expedición de fallo de carácter inhibitorio. 
 

                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Expediente digital. PDF “02DemandaAnexos” Folio 5 
4 Expediente digital. PDF “02DemandaAnexos” Folio 10-17 
5 Ley 1437 de 2011, artículo 161 numeral 2. 
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2. De igual manera, al revisar la RESOLUCIÓN SUB 100066 DE 28 DE ABRIL DE 
20216 proferida por la SUBDIRECTORA DE DETERMINACIÓN V de 
COLPENSIONES, en el ARTÍCULO TERCERO se expresa que contra ella procede 
los recursos de Reposición y/o Apelación, sin que obre en el expediente prueba 
alguna de haber ejercido todos los recursos a que había lugar.  
 
En consecuencia, procede el Despacho a requerir a la parte demandante para que 
presente prueba de haber agotado en debida forma la interposición de los recursos 
que por Ley fueren obligatorios. Dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
161 numeral 2 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, que establece:  
 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 
presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos 
en los siguientes casos: 
 
(…) 
 
2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán 
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren 
obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá 
demandar directamente el acto presunto. 
 
Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer 
los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este 
numeral.” 

 
3. Al realizar la revisión del expediente, observa el Despacho que la parte 
accionante no realiza una estimación razonada de la cuantía del proceso de la 
referencia, siendo esto uno de los requisitos de la demanda, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 162, numeral 6 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, así: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar 
la competencia.” 

 
En el sumario se evidencia que el apoderado de la parte accionante hace una 
somera mención al acápite de la cuantía, sin embargo no realiza ningún cálculo, ni 
estimación económica del monto de lo pretendido, aún más teniendo en cuenta que 
la demanda se radicó (04 de octubre de 2021) con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la modificación de competencias por razón de cuantía de que trata el 
artículo 32 de la Ley 2080 de 20217, motivo por el cual el Despacho requiere al 
accionante para que cumpla con dicha carga.  
 
4. Finalmente al revisar el expediente, observa el Despacho que la parte accionante 
no indicó cuales eran las normas violadas, ni expuso el concepto de violación donde 
se formulen los cargos que sustentan la solicitud de nulidad del acto administrativo 
acusado, siendo este uno de los requisitos de la demanda, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 162, numeral 4 del CPACA, así: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 

                                                 
6 Expediente digital. Carpeta “11RespuestaParte01” PDF “ResolucionSUB100066”  
7 Artículo 86 de la Ley 2080 de 2021. 
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4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la 
impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y 
explicarse el concepto de su violación.” 

 
En ese sentido, el Despacho requerirá a la parte accionante para que adecúe la 
demandada en el sentido de explicar los fundamentos jurídicos y normativos que se 
adecúan al caso concreto, argumentando los motivos por los cuales considera que 
el acto demandado no está ajustado a la Constitución y la ley.   
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Sixta Tulia Camacho Pinzón 
en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, 
por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al(a) doctor(a) Diana 
Marcela Meneses Gutiérrez, identificado(a) con la cédula de ciudadanía No 
53.164.735 de Bogotá y tarjeta profesional No 266.182 del C.S. de la J., como 
apoderado(a) de la parte accionante conforme al poder conferido que obra en el 
expediente10.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
10 Expediente digital PDF “02DemandaAnexos” Folio 2 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
  
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Myriam Cecilia Garnica Arias  
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S. A.    
Vinculado: Bogotá Distrito Capital –Secretaría de Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2021-00399-00                     
                   
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
MYRIAM CECILIA GARNICA ARIAS, a través de apoderado, contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO-BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL –SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA S. A. , y conforme a lo dispuesto 
en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso por el deber de expedir los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4. Notificar el presente auto en forma personal al REPRESENTANTE LEGAL DE LA 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 
199 de la ley 1437 de 2011, , el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 
2021. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
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2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P.,  a su vez modificado por el artículo 48 de 
la ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 

(Convenio 14975) ASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de Colombia, 

dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término 
común de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 para que contesten la demanda, el 
cual comenzará a correr después de realizada la respectiva notificación de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la modificación realizada 
por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario digitalización del expediente administrativo 
del docente Myriam Cecilia Garnica Arias identificada con la cédula No. 51.689.725. Para 
tal efecto, la parte actora debe adelantar el trámite del respectivo oficio e informar sobre su 
gestión de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 
2011 y el numeral 8° del artículo 78 del Código General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  y a su vez la sustitución 
conferida a la Doctora SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA2 en los términos y 
para los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado 
“02DemandaAnexo.pdf” que reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115673 y PCSJA20-
115814, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 

digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412835, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Ovidio Quevedo Muñoz  

Demandado: Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones -  
Expediente: No. 11001-3335-014-2021-00411-00                     

            
La Ley 1437 de 20111, en los artículos 1612 a 167 y el artículo 35 de la ley 20803, 
establece los requisitos de las demandas de conocimiento de esta Jurisdicción4. 
 
Ahora bien, al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
 
1.  El numeral 1° del artículo 166 de la Ley 1437 de 2011 señala que la demanda 
deberá contener “Copia del acto acusado, con las constancias de su publicación, 
comunicación, notificación o ejecución, según el caso.”  

 
Por lo anterior, la parte demandante deberá aportar el acto administrativo y el 
derecho de petición que relacionó en su memorial de demanda en el acápite de 
“DECLARACIONES Y CONDENAS”    en su numeral primero, así:  
“1.- Se declare la nulidad absoluta de la resolución No SUB 181442 del 25 de agosto 
de 2021 por la cual se resolvió la petición presentada 13 de agosto de 2020”. 
 
2. Como quiera que se solicita la nulidad de actos administrativos por medio de los 
cuales la Administradora Colombiana de Pensiones dio cumplimiento a los fallos 
judiciales proferidos dentro del proceso 2017-00118 que se adelantó en el Juzgado 
48 Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, a efectos de verificar si el 
asunto que se demanda en esta oportunidad es susceptible de control judicial, la 
parte accionante deberá aportar: (i) la demanda por medio de la cual se instauró  el 
proceso 2017-00118 en el Juzgado 48 Administrativo de Bogotá; (ii) los fallos de 
primera y segunda instancia proferidos por esa autoridad judicial el 27 de febrero de 

                                                 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 El artículo 34 de la ley 2080 de 2021, dispuso la modificación del numeral 1º del artículo 161 de la ley 1437 de 2011. 
3 Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 
“7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las notificaciones personales. Para tal 
efecto, deberán indicar también su canal digital. 8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas 
o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este deber, 
sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la 
demanda el envío físico de la misma con sus anexos. En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con 
todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al 
demandado.”  
4 Ver art. 104 ib. 
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2018 y por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 
Subsección “D” del 9 de agosto de 2018, respectivamente. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos y allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2021-00411 
SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Ovidio Quevedo Muñoz en 
contra de la Administradora Colombiana de pensiones – Colpensiones-, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER personería jurídica al Dr. Edgar Fernando Peña Angulo7 
en calidad de apoderado de la parte demandante par los efectos conferidos en el 
poder visto a folios 17 a 18 del expediente. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de manera 
electrónica al siguiente correo electrónico de la Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
                        
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
7 Edgarfdo2010@hotmail.com  
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: José Aristóbulo Najar Romero 

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E. 

Expediente: No. 11001-3335-014-2021-00421-00                      

            
Teniendo en cuenta memorial de la demanda y de conformidad con lo previsto en los 
capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR la 
presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por José 
Aristóbulo Najar Romero, a través de apoderado, contra Subred Integrada de Servicios 
de Salud Centro Oriente E.S.E., y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 

1. Notificar el presente auto en forma personal a la Gerente de Subred Integrada de 
Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 
2080 de 2021. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 

(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término 
común de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de 
realizada la notificación a los dos (2) días hábiles siguientes al del envio del mensaje dirigido 
al buzón electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada. 
 



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 

7. RECONOCER personería jurídica a la Dra. Marcela Patricia Ceballos Osorio1 en 
calidad de apoderada especial de la parte demandante para los efectos conferidos 
por la sociedad CONDE ABOGADOS ASOCIADOS S.A.S. constituida por escritura 
pública No. 697 del 31 de marzo de 2004 y que reposa en el PDF “06Anexos.pdf” y 
que reposa en el expediente digital. 
 
8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 

DVT 

                                                 
1 laboraladministrativo@condeabogados.com   
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Rosa Clara Ascencio Becerra  

Demandado: Bogotá – Secretaría de Educación Distrital  
Expediente: No. 11001-3335-014-2021-00432-00                     

            
Revisadas las actuaciones en el asunto de la referencia, el Despacho dispondrá 
AVOCAR el conocimiento del proceso por competencia proveniente del Juzgado 37 
Laboral del Circuito de Bogotá que por medio del proveído de fecha del 11 de 
octubre de 20211 remitió el expediente al declarar probada la excepción previa de 
falta de jurisdicción dado que el señor Henry Vargas Rodríguez (q.e.p.d),  esposo 
de la demandante, ostentó la calidad de empleado público, siendo asignado por 
reparto el conocimiento del asunto a este Despacho. 
 
No obstante lo anterior, la parte demandante debe adecuar la demanda al medio de 
control de nulidad y restablecimiento de que trata el artículo 138 de la Ley 1437 de 
2011 y debe dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 161 a 167 que 
establecen los requisitos de las demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. De conformidad con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, quien 
comparezca al proceso que se adelante ante esta Jurisdicción debe hacerlo bajo 
los lineamentos del derecho de postulación, es decir, por conducto de abogado 
inscrito, lo cual en concordancia con el numeral 4° del artículo 166 del mismo 
estatuto procesal, también debe aportar el documento idóneo del cual se deriven 
las facultades como apoderado. 
 
Por ello debe allegarse un poder suficiente en el que se determine claramente el 
medio de control a ejercer, objetivo de la demanda y el (los) acto(s) administrativo(s) 
demandados que serán objeto de estudio del proceso, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 74 del Código General del Proceso.  

 
2. Según el artículo 163 del CPACA, cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo éste se debe individualizar con toda precisión pues al presentar la 
demanda la pretensión debe ser clara, precisa y detallada a voces del inciso 2° del 
artículo señalado. 
 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/20
21/2021-00432/03.AutoDeclaraFaltadeJurisdicci%C3%B3n%20(2021-373)%20-%20Copia.pdf?csf=1&web=1&e=sWD94i   
2 Ver art. 104 ib 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2021/2021-00432/03.AutoDeclaraFaltadeJurisdicci%C3%B3n%20(2021-373)%20-%20Copia.pdf?csf=1&web=1&e=sWD94i
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2021/2021-00432/03.AutoDeclaraFaltadeJurisdicci%C3%B3n%20(2021-373)%20-%20Copia.pdf?csf=1&web=1&e=sWD94i
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En tal virtud, la parte demandante deberá reformular el acápite de pretensiones, 
indicando con precisión: 
 
La identificación de consecutivo y fecha del o de los actos administrativos acusados 
de nulidad expedidos por la entidad demandada en el caso que haya existido por 
parte de la entidad demandada pronunciamiento alguno con lo relacionado a las 
solicites de la parte demandante. 
 
2. De acuerdo con el numeral 4° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, debe 
la parte demandante conforme a los cargos de nulidad de un acto administrativo, 
señalar y explicar el concepto de violación de las normas que considere vulneradas. 
 
En cuanto a las normas que considera violadas, si bien señala ciertos artículos de 
la Constitución Política así como algunas disposiciones legales, debe el actor 
explicar el concepto específico de violación. 
 
3. El libelo no cumple con lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 162 de la 
Ley 1437 de 2011, como quiera que la parte demandante no estimó de manera 
razonada la cuantía de acuerdo con lo señalado por el numeral 2° del artículo 1553 
de la Ley 1437 de 2011 e inciso final del artículo 1574 de la Ley 1437 de 2011. 

 
En ese sentido, la parte demandante deberá realizar un razonamiento matemático 
con el cual determine la cuantía de las pretensiones, teniendo en cuenta la suma de 
los pagos dejados de percibir, relacionada con la pretensión de restablecimiento del 
derecho que refiere a aquellas prestaciones o valores cuyo pago se pretende como 
consecuencia de la solicitud de la sustitución pensional. 

 
Lo anterior, como pauta indispensable para determinar si el conocimiento 
corresponde a los juzgados administrativos o a los tribunales en primera instancia. 
Esto, teniendo en cuenta que el límite para el conocimiento de los jueces 
administrativos está establecido en 50 SMLMV5, es decir, hasta $45.426.3006 
pesos. 
 
Adicionalmente, vale agregar que pese a que la Ley 2080 de 2021, en el artículo 30 
modificó el artículo 155 de la Ley 1437 de 2011 frente a las competencias de los 
Juzgados Administrativos en primera instancia, lo cierto es que por propia 
disposición del artículo 86 de la Ley 2080, lo relacionado con esta materia solo 
puede ser aplicable a las demandas radicadas un año después de la publicación de 
tal modificación normativa.  
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos en formato PDF y allegarla al correo 
de correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico lo siguiente: 2021-00432 
SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del 
expediente. 
 

                                                 
3 Norma que fue modificada por el artículo 30 de la ley 2080 de 2021, sin embargo, dicha norma no ha entrado en vigencia 

según lo regulado en el artículo 86 de la ley 2080 de 2021. 
4 Norma que fue modificada por el artículo 32 de la ley 2080 de 2021, sin embargo, dicha norma no ha entrado en vigencia 

según lo regulado en el artículo 86 de la ley 2080 de 2021. 
5 Ley 1437 de 2011 artículo 155. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los jueces administrativos 
conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
(…) 2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en 
los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
6 Salario mínimo año 2021. $908.526 pesos. 
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Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115677 y PCSJA20-115818, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Rosa Clara Ascencio Becerra  
en contra de la Bogotá – Secretaría de Educación Distrital, por las razones 
expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales 
a su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de manera 
electrónica al siguiente correo electrónico de la Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
7 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
8 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : María del Pilar Rodríguez Montes 

Demandado : Nación - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2021-00440-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora María del Pilar Rodríguez Montes interpone medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Rama Judicial – Consejo 

Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0383 de 2013 desarrollado 

mediante los decretos salariales anuales, en consecuencia, se declare la nulidad de 

la Resolución 4608 del 7 de julio de 2015, la Resolución 5735 del 19 de agosto 

de 2015 y la Resolución 4769 del 8 de julio de 2016, por medio del cual la entidad 

demandada le negó la reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión 

de la bonificación judicial. A título de restablecimiento solicita se le reconozca y 

pague la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0383 de 

2013 y reglamentada por la Rama Judicial mediante los Decretos 1269 de 2015, 

246 de 2016 y normas concordantes, como remuneración mensual con carácter 

salarial con las consecuencias prestacionales incluidas las primas de vacaciones, 

de servicios, de navidad, de productividad, del mes de junio, las cesantías intereses 

a las cesantías, bonificaciones y los demás emolumentos que por constitución y la 

ley correspondan, y los ajustes equivalentes al IPC.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-3. 
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mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial, dichos expedientes corresponden por reparto a las 

instancias judiciales transitorias, razón por la cual se ordenará la remisión del medio 

de control de la referencia al Juzgado Primero Administrativo Transitorio (medida 

temporal de descongestión) adscrito a la sección segunda en virtud de los acuerdos 

anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

                                                 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 yoligar70@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:yoligar70@gmail.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Elsa Victoria Cardozo Gómez  
Demandado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social –UGPP- 
Expediente: No. 11001-3335-014-2021-00447-00                     
            
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el  Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Subsección “B”, Corporación  que mediante providencia de fecha 1 de 
octubre de 20211, remitió por competencia el proceso de la referencia a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá.  
 
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto y de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 
la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por ELSA 
VICTORIA CARDOZO GÓMEZ, a través de apoderado, CONTRA  UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP- , y conforme a lo dispuesto en 
los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al Director de la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –
UGPP-, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, 
el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 
3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 
4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/20
21/202100447/08%20remite%20por%20cuant%C3%ADa.pdf?csf=1&web=1&e=cJZJKf  

 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2021/202100447/08%20remite%20por%20cuant%C3%ADa.pdf?csf=1&web=1&e=cJZJKf
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2021/202100447/08%20remite%20por%20cuant%C3%ADa.pdf?csf=1&web=1&e=cJZJKf
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de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de Colombia, dentro de los tres 
(03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término 
común de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de 
realizada la notificación a los dos (2) días hábiles siguientes al del envio del mensaje dirigido 
al buzón electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
7. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada2 judicial de la parte 
demandante a la doctora CAROLINA NEMPEQUE VIANCHA3, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto a folio 23 del PDF “01DEMANDA(1).pdf” expediente digital.                             
 
8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115674 y PCSJA20-
115815, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
2 Aogado28.colpen@gmail.com o carolne01@hotmail.com  
3 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 265859, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
4 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
5 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:Aogado28.colpen@gmail.com
mailto:carolne01@hotmail.com
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Patricia Cruz Casas 

Demandado : Nación - Fiscalía General de la Nación  

Expediente : 11001-3335-014-2021-00452-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Patricia Cruz Casas interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Fiscalía General de la 

Nación solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0382 de 2013, 

modificado por el Decreto 022 de 2014 y, en consecuencia, se declare la nulidad de 

la Resolución 20183100025921 del 3 de abril de 2018, y del acto ficto o presunto 

producto del silencio administrativo negativo configurado por la falta de respuesta al 

recurso de apelación Radicado 20186110405772 el 16 de abril de 2018, por medio 

del cual la entidad demandada le negó la reliquidación de sus prestaciones sociales 

con la inclusión de la bonificación judicial. A título de restablecimiento solicita se le 

reconozca y pague la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 

0382 de 2013 y reglamentada por la Fiscalía General de la Nación mediante los 

Decretos 022 de 2014, 1270 de 2015, 247 de 2016, 1015 de 2017 y 341 de 2018, y 

normas concordantes como remuneración mensual con carácter salarial con las 

consecuencias prestacionales incluidas las primas de vacaciones, de servicios, de 

navidad, de productividad, del mes de junio, las cesantías intereses a las cesantías, 

bonificaciones y los demás emolumentos que por constitución y la ley correspondan, 

y los ajustes equivalentes al IPC.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-3. 
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mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 

de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 

abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 

expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 

por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 

la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

                                                 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 yoligar70@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:yoligar70@gmail.com
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : David Agudelo Farías 

Demandado : Nación - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2022-00001-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

El señor David Agudelo Farías interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Rama Judicial – Consejo 

Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0383 de 2013 desarrollado 

mediante los decretos salariales anuales, en consecuencia, se declare la nulidad de 

la Resolución No. 5906 de 21 de julio de 2017 y los actos administrativos fictos o 

presuntos, producto del silencio administrativo negativo del recurso de reposición y 

en subsidio de apelación radicado 38912 del 25 de agosto de 2017, por medio del 

cual la entidad demandada le negó la reliquidación de sus prestaciones sociales con 

la inclusión de la bonificación judicial. A título de restablecimiento solicita se le 

reconozca y pague la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 

0383 de 2013 y reglamentada por la Rama Judicial mediante los Decretos 1269 de 

2015, 246 de 2016 y normas concordantes, como remuneración mensual con 

carácter salarial con las consecuencias prestacionales incluidas las primas de 

vacaciones, de servicios, de navidad, de productividad, del mes de junio, las 

cesantías intereses a las cesantías, bonificaciones y los demás emolumentos que 

por constitución y la ley correspondan, y los ajustes equivalentes al IPC.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02DemandaAnexos” Folios 2-3. 
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modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial, dichos expedientes corresponden por reparto a las 

instancias judiciales transitorias, razón por la cual se ordenará la remisión del medio 

de control de la referencia al Juzgado Primero Administrativo Transitorio (medida 

temporal de descongestión) adscrito a la sección segunda en virtud de los acuerdos 

anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

                                                 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 asconsultoresjuridicossas@gmail.com; sgtocancipa@hotmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:asconsultoresjuridicossas@gmail.com
mailto:sgtocancipa@hotmail.com
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Alisson Santamaría Cárdenas 

Demandado : Nación - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2022-00017-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Alisson Santamaría Cárdenas interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Rama Judicial – Consejo 

Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0383 de 2013 desarrollado 

mediante los decretos salariales anuales, en consecuencia, se declare la nulidad de 

la Resolución No. DESAJBOR21-3629 de 26 de agosto de 2021 y la Resolución 

No. RH-3116 de 22 de febrero de 2022, por medio del cual la entidad demandada 

le negó la reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la 

bonificación judicial. A título de restablecimiento solicita se le reconozca y pague la 

Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0383 de 2013 y 

reglamentada por la Rama Judicial mediante los Decretos 1269 de 2015, 246 de 

2016 y normas concordantes, como remuneración mensual con carácter salarial con 

las consecuencias prestacionales incluidas las primas de vacaciones, de servicios, 

de navidad, de productividad, del mes de junio, las cesantías intereses a las 

cesantías, bonificaciones y los demás emolumentos que por constitución y la ley 

correspondan, y los ajustes equivalentes al IPC.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-2 
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mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial, dichos expedientes corresponden por reparto a las 

instancias judiciales transitorias, razón por la cual se ordenará la remisión del medio 

de control de la referencia al Juzgado Primero Administrativo Transitorio (medida 

temporal de descongestión) adscrito a la sección segunda en virtud de los acuerdos 

anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

                                                 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 alisonsantamaria5@hotmail.com; danielsancheztorres@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:alisonsantamaria5@hotmail.com
mailto:danielsancheztorres@gmail.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Convocante: Superintendencia de Industria y Comercio - SIC 
Convocado: Héctor Camilo Sierra Capera  
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00024-00                    
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 85 Judicial I para Asuntos Administrativos, celebrado entre la 

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y el señor HÉCTOR 

CAMILO SIERRA CAPERA. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1.  OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 

 

A fin de obtener el reconocimiento de la reserva especial del ahorro como parte 

integral de los emolumentos denominados prima de actividad, bonificación por 

recreación y prima por dependientes, la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO, por conducto de apoderado judicial y ante la Procuraduría 83 Judicial I 

para Asuntos Administrativos, haciendo uso del mecanismo de la conciliación 

extrajudicial, convocó al señor HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA para celebrar 

audiencia de conciliación. 

 

2. HECHOS. 

 

2.1 Mediante petición del día 14 de julio de 2021, el señor HÉCTOR CAMILO 

SIERRA CAPERA solicitó a la Superintendencia de Industria y Comercio (o léase 

S.I.C.) el reconocimiento y pago de las diferencias generadas por la omisión de la 

reserva especial del ahorro como parte integral de la asignación básica mensual y por 

lo tanto se reliquiden la prima de actividad, bonificación por recreación, prima por 

dependientes y viáticos (f. 25 archivo 03Convocatoria.pdf del expediente digital). 

 

2.2 La Superintendencia de Industria y Comercio por medio del oficio No. 21-

281693—2-0 del día 21 de julio de 2021, dio respuesta a la anterior petición 

informándole al señor HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA sobre propuesta 

conciliatoria en relación a la reserva especial del ahorro en la liquidación de la prima 

de actividad, bonificación por recreación, horas extras, viáticos y prima por 

dependientes (fol. 20-21 archivo 03Convocatoria.pdf del expediente digital). 
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2.3 El día 6 de agosto de 2021, la parte convocada presentó escrito manifestando el 

ánimo de conciliar de acuerdo con los criterios adoptados por la S.I.C, y mediante 

memorial del 30 de agosto de 2021 la entidad convocante remite copia de la 

liquidación efectuada relativa a la prima de actividad, bonificación por recreación, y 

prima por dependientes para que el señor HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA se 

pronunciara sobre la misma en los términos que estimara conveniente (fols. 31-34 

archivo 03Convocatoria.pdf expediente digital). 

 

2.4 El día 16 de septiembre de 2021, la parte convocada acepta la liquidación 

presentada en cuanto al reconocimiento de los conceptos peticionados (fl. 35-37 

archivo 03Convocatoria.pdf del expediente digital). 

 
2.5 El día 2 de noviembre de 2021 la Superintendencia de Industria y Comercio 

presentó ante la Procuraduría General de la Nación solicitud de conciliación 

extrajudicial entre dicha entidad y HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA. 

 

2.6 Mediante documento con radicado Nº 20214022062392 el 02 de noviembre de 

2021, la parte convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 46-47 archivo 

03Convocatoria.pdf  del expediente digital). 

 

2.7 A su vez, la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de la Superintendencia 

de Industria y Comercio presentó certificación con la respectiva propuesta, en donde 

se detalla que será liquidada y pagada la prima de actividad, bonificación por 

recreación y prima por dependientes con la inclusión del porcentaje de la reserva 

especial del ahorro (fols. 12-14 archivo 03Convocatoria.pdf del expediente digital). 

 
2.8 La Procuraduría 83 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá dispuso 

admitir la conciliación y fijar fecha para celebración de audiencia de conciliación, la 

cual tuvo lugar el día 21 de enero de 2022 (PDF “10Conciliación.pdf” del expediente 

digital). 

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en la plenario acta de 

audiencia conciliación del día 21 de enero 20221, referido al acuerdo conciliatorio entre 

la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y HÉCTOR CAMILO 

SIERRA CAPERA según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 
“(…) En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para 
que expongan sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual la parte convocante 

                                                 
1 PDF “10Conciliación.pdf” del expediente digital. 
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manifiesta: me ratifico en todas y cada una de las pretensiones presentadas con la 
solicitud de conciliación, las cuales se relacionan a continuación: Muy 
respetuosamente me permito solicitarle a la Procuraduría General de la Nación, que 
con el fin de prever demandas de nulidad y restablecimiento del derecho futuras 
contra la Entidad por los hechos que se mencionan en la presente solicitud, permita 
que en audiencia de Conciliación, la CONVOCANTE y los CONVOCADOS celebren 
acuerdo conciliatorio sobre la re liquidación y pago de algunas prestaciones 
económicas contenidos en el Acuerdo 040 de 1991 expedido por la Junta Directiva 
de la extinta Corporanónimas, a saber: PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR 
RECREACIÓN Y PRIMA POR DEPENDIENTES según el caso, incluido el porcentaje 
correspondiente a la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, que también se encuentra 
contenido en el mencionado Acuerdo; lo anterior, por los periodos de tiempo y el 
monto total señalado en las liquidaciones que se adjuntan a la presente solicitud. 
(…) 
Asimismo, el apoderado de la parte convocante expone la decisión adoptada por el 
comité de conciliación de la entidad que representa: 2.3.1. CONCILIAR la 
reliquidación de algunas de las prestaciones sociales consistentes en: PRIMA 
ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y PRIMA POR DEPENDIENTES, 
teniendo en cuenta para ello, la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, lo anterior, bajo 
las siguientes condiciones: 2.3.1.1. Que el convocado(a) desista de los intereses e 
indexación correspondientes a la prima actividad, bonificación por recreación y prima 
por dependientes, así como también de los periodos que se relacionan. 2.3.1.2. Que 
el convocado(a) renunciará a iniciar acción legal en contra de la SIC basada en los 
mismos hechos que dieron origen a la audiencia de conciliación, las anteriores 
pretensiones y otras que den origen a alguna acción legal, deberán ser desistidas por 
el convocado(a). 2.3.1.3. Que la SIC con base en las diferentes sentencias en firme 
en contra de la misma, donde reconoce que la SIC debe liquidar la prima actividad, 
bonificación por recreación y prima por dependientes, reconoce el valor económico a 
que tenga derecho el convocado por los últimos tres años dejados de percibir, 
conforme a la liquidación pertinente. 2.3.1.4. Que en el evento que se concilie, la 
Superintendencia de Industria y Comercio pagará los factores reconocidos en la 
presente audiencia de conciliación, dentro de los setenta (70) días siguientes a la 
aprobación del Juez Administrativo y a que la parte convocada presente ante la 
Entidad toda la documentación necesaria para adelantar el trámite requerido. 2.4. 
CONCILIAR la reliquidación de las prestaciones enunciadas en el punto anterior, 
frente al funcionario o exfuncionario quien presentó solicitud ante esta Entidad, por el 
periodo y valor que se liquidó en su oportunidad. 
 
Las sumas conciliadas al igual que los períodos se encuentran en la tabla uno del 
presente documento La dependencia competente al interior de la Entidad, 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO elaboró la liquidación de la 
propuesta presentada la cual se expone a continuación: 
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El apoderado de la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO, aporta el Certificado expedido por la secretaria técnica del Comité de 
Conciliación de la Entidad convocada de fecha 20 de octubre de 2021 en tres (3) 
folios.  
 
Se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocada para que 
manifieste su posición frente a lo expuesto por la parte convocante: con relación a la 
propuesta presentada por la Entidad convocante se acepta la propuesta en su 
integridad. (…)”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 

 

Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o improbación 

del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo establecido en los 

artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 

contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del 

Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 

 

 Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en materia 

de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan conciliaciones 
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extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez 

o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto 

aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 85 

Judicial I para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está ante 

una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los jueces 

administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica en este 

Despacho. 

 

2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 

la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 

partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 

diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 

ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente las partes para sus intereses.  

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 

derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 

judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus apoderados.  

 

Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido económico de que 

conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través 

de los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales, serán conciliables, siempre que se cumplan 

los presupuestos de procedibilidad. 

 

3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 

 

El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a los 

siguientes supuestos de aprobación2: 

 

a. La debida representación de las personas que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para 

conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

                                                 
2 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación. 

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículos 

73 y 81 de la Ley 446 de 1998). 

  

Así las cosas, se pasa a establecer si el acuerdo al que llegaron las partes cumple 

o no con los anteriores requisitos para impartirle aprobación:  

 

(i) Representación y capacidad de las partes. 

 

A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o parcialmente, 

en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a 

través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de acuerdo 

con el artículo 54 del Código General del Proceso, se señala que tienen capacidad 

para ser parte las personas que puedan disponer de sus derechos y las demás 

deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  debidamente 

autorizadas por estos.  

 

De un lado, la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO, otorgó poder al abogado Harol Antonio Mortigo Moreno (fl. 15 archivo 

03Convocatoria.pdf). 

 

De otro lado, la parte convocada HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA por 

conducto de apoderada debidamente facultada para conciliar conforme al poder 

concedido al Dra. Johana Andrea Roviera, acudió al llamado manifestando su ánimo 

conciliatorio3. 

 

(ii) Que no haya operado la caducidad. 

 

El Despacho advierte que en el presente caso la parte interesada elevó solicitud 

ante la entidad del reconocimiento y pago de las diferencias generadas al omitir la 

Reserva Especial de Ahorro en la liquidación correspondiente a la prima de actividad 

y bonificación por recreación el día 14 de julio de 2021, y la S.I.C. le manifestó ánimo 

conciliatorio mediante oficio con radicado 21-281693-2-0 del 21 de julio de 2021 (fls. 

20-21 “archivo 03Convocatoria.pdf” del expediente digital), sin que hubiere expedido 

un acto administrativo definitivo demandable ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo por encontrarse en curso el procedimiento administrativo tendiente a 

la aprobación del respectivo acuerdo conciliatorio. Por tal motivo, no ha comenzado 

conteo alguno para determinar si existe caducidad del medio de control. 

                                                 
3 Archivo “03Convocatoria.pdf” folios 38-39 
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Adicionalmente, se advierte que el convocado seguía ejerciendo su vinculación en 

la entidad según constancia del 24 de septiembre de 2021 expedida por la 

Coordinación de Talento Humano de la SIC y vista folio 40 del PDF 

“03Convocatoria.pdf” del expediente digital, y por lo tanto dichas prestaciones se 

constituyen en una obligación de tracto sucesivo. 

 

(iii)  Disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes, 

que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación y que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio 

público. 

 

Procede el Despacho a resolver si el convocado tiene derecho a la la reserva 

especial de ahorro como parte integral de la asignación básica mensual, sueldo y/o 

salario que devengó como funcionario de la Superintendencia de Industria y 

Comercio. 

 

Por ser la reserva especial del ahorro un beneficio económico que en principio debía 

ser reconocido por la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades - 

CORPORANÓNIMAS, es preciso hacer un recuento del nacimiento de esta 

prestación, para efectos de determinar si dicho beneficio laboral es constitutivo de 

salario. 

 

Justamente, mediante la Resolución 97 de 1946 del entonces Ministerio de 

Gobierno se reconoció la personería jurídica a la Corporación de Empleados de la 

Superintendencia de Sociedades Anónimas. 

 

La corporación se denominó Corporanónimas, la cual fue reestructurada mediante 

el decreto con fuerza de ley 2156 de 1992 que determinó que "es un establecimiento 

público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa 

y patrimonio independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico" (art. 

1o), y estableció su objeto en el artículo 2º  en los siguientes términos: 

 

“La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, 
CORPORANÓNIMAS, como entidad de previsión social, tendrá a su cargo 
el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, económicas y médico 
asistenciales consagradas en las normas vigentes para los empleados 
públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, 
de Valores, de la misma Corporación, en la forma que dispongan sus 
estatutos y reglamentos internos, de acuerdo con las normas legales y 
reglamentarias". 

 

En desarrollo de este objeto, el artículo 3° del mismo Decreto enumeró las funciones 

de la corporación, dentro de las cuales se hallaban: 
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1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales, económicas y médico asistenciales de los empleados públicos de las 

Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, de Valores y de la 

misma Corporación. 

 

2. Atender las prestaciones a que se obligue en favor de sus afiliados, 

beneficiarios, pensionados y adscritos especiales. 

 

Al respecto, es preciso señalar que el artículo 58 del Acuerdo 040 de 13 de 

noviembre de 1991, expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas consagró 

la denominada Reserva Especial de Ahorro, así: 

 

"CONTRIBUCION AL FONDO DE EMPLEADOS RESERVA ESPECIAL 
DE AHORRO: Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de 
Empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, entidad con 
Personería Jurídica reconocida por la Superintendencia Nacional de 
Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos 
una suma equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo 
básico, la prima de antigüedad, prima técnica, y gastos de representación; 
de este porcentaje entregará a Corporanónimas directamente al Fondo el 
quince por ciento (15%), previa deducción de la cotización que sea del caso 
por concepto de la afiliación de los beneficiarios. Los afiliados forzosos 
contribuirán mensualmente al Fondo con el cinco por ciento (5%) de las 
asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley..." 

 

Lo anterior significa que los empleados de la Superintendencia de Sociedades, 

mensualmente, devengaban la asignación básica que cancelaba la 

Superintendencia en forma directa y un 65% de ésta, pagado en principio por 

CORPORANÓMINAS. 

 

Corporanónimas fue suprimida en virtud del Decreto 1695 de 1997, mismo en el 

artículo 12 dispuso que en lo que hace referencia al pago de los beneficios 

económicos a sus empleados sería asumido por las Superintendencias de 

Sociedades, de Industria y Comercio, y de Valores, para lo cual en cada vigencia 

fiscal se apropiarían las partidas presupuestales necesarias para cada una de ellas. 

 

En este sentido, el Consejo de Estado al pronunciarse sobre la naturaleza de este 

beneficio laboral para los servidores de la Superintendencia de Sociedades admitió 

que dicha reserva especial de ahorro, constituye salario, dado su carácter 

esencialmente retributivo por la prestación de servicios personales4: 

 

                                                 
4 Sentencia de 30 de enero de 1997 Sección Segunda – Expediente 12211.  
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"Pues bien, es claro para la Sala que todo lo que esté dirigido a remunerar 
de manera directa el servicio prestado por el empleado o trabajador, tiene el 
carácter de salario, así se le dé otra denominación o se pretenda modificarle 
su naturaleza. En el caso de autos es evidente que los empleados de la 
Superintendencia de Sociedades perciben su salario mensual a través de 
dos fuentes: la Superintendencia misma y su Corporación Social, 
Corporanónimas. En efecto, cada mes la entidad les cancela su asignación 
básica y la corporación un 65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que 
en realidad la asignación mensual, fuera de otros factores que puedan 
concurrir en ella, es el total de lo reconocido por los dos organismos. 
 
Así las cosas, la aparente antinomia del decreto 2152 de 1992 al utilizar la 
expresión salario promedio del último año y luego determinar unos factores 
salariales dentro de los cuales no aparece ese rubro, no puede alterar la 
verdad de que la asignación básica mensual del empelado cubre los dos 
pagos ya relacionados. Por tanto, es incuestionable que el 65% del salario 
básico mensual reconocido por Corporanónimas debió incluirse para los 
fines del reconocimiento de las indemnizaciones o bonificaciones. 
 
La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje 
es una prestación y no concretamente salario; empero, es ostensible que no 
se trata de un complemento para el empleado o su familia, sino de una 
retribución directa de sus servicios. Por consiguiente, salario." 

 

Si bien el anterior pronunciamiento hace referencia a la Superintendencia 
de Sociedades, debe tenerse que el origen de la prestación es la misma 
para la Superintendencia de Industria y Comercio y por lo tanto el anterior 
pronunciamiento aplica para resolver este asunto. 
 

También la Corte Constitucional en sentencia C-521/95 precisó qué constituye 

salario: 

 

"La regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, 
fija o variable sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie 
como contraprestación o retribución directa y onerosa del servicio, y que 
ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a título gratuito o 
por mera liberalidad del empleados, ni lo que recibe en dinero, en especie 
no para su beneficio no para enriquecer su patrimonio, sino para 
desempeñar a cabalidad sus funciones, ni las prestaciones sociales, ni los 
pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden las partes, ni los 
pagos que según su naturaleza y por disposición legal no tiene carácter 
salarial, o lo tienen en alguna medida para sus efectos, ni los beneficios o 
auxilios habituales u ocasionales, acordados convencional o 
contractualmente y otorgados en forma extralegal por el empleados, cuando 
por disposición expresa de las partes no tienen el carácter salarial, con 
efectos en la liquidación de prestaciones sociales" 

 

De manera que es ineludible concluir que, la reserva especial del ahorro constituye 

salario y no una prestación social a título de complemento para satisfacer las 
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necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación básica 

que devengaban los empleados de la Superintendencia de Industria y Comercio 

producto de una relación subordinada de trabajo, que se paga mensualmente, esto 

es, de manera periódica, porque para su causación no existen requisitos diferentes 

a la de ser empleado de la citada Superintendencia, por lo que debe entenderse 

que con su pago se está efectuando una retribución directa del servicio. 

 

Entonces, diáfanamente la reserva especial de ahorro, debe ser considerada como 

parte de la asignación básica de los empleados de la Superintendencia de Industria 

y Comercio, pues no es posible asignarle otra naturaleza. Se insiste en que aquella 

tiene su fuente inmediata en el servicio personal prestado por el trabajador. 

 

Significa lo anterior que, no obstante, el 65% del salario se haya denominado 

reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma tenga 

causa distinta a la del servicio que prestan los funcionarios, para el Despacho dicha 

prestación indudablemente hace parte de la asignación básica y debe incluirse para 

los fines del reconocimiento de los emolumentos (i) prima de actividad, (ii) prima 

por dependientes y (iii) prima por bonificación. 

 

Así, el Despacho observa que el acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público 

en la medida que cumple los requisitos legales y, por consiguiente, no desconoce 

los intereses de la parte convocante. Además, las pruebas obrantes en el 

expediente demuestran que al convocado le asiste el derecho para acceder a la 

inclusión de la reserva especial del ahorro en la reliquidación de las prestaciones 

sociales previamente enunciadas. 

 

Por lo anterior, no observando vicio en el consentimiento, y habiendo constatado 

que las partes están debidamente representadas y facultadas para expresar la 

voluntad en el presente acuerdo y que es permitido por la ley conciliar en este tema 

objeto de pronunciamiento; al no encontrarse un menoscabo al patrimonio público, 

ni vicios de nulidad que invaliden la actuación, se impartirá aprobación al acuerdo 

conciliatorio celebrado entre la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO y el convocado HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 

D.C,  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 21 de 

enero de 2022 entre la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO y la parte convocada HÉCTOR CAMILO SIERRA CAPERA, celebrado 
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ante la Procuraduría 83 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, en los 

términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 

presta mérito ejecutivo. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su costa 

copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos del artículo 

114 del Código General del Proceso. 

 

CUARTO: ARCHIVAR el proceso previas constancias de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: dae6ee04d238d0617214b2ddab256dd7a1a0b9deef54e9ba34b818ef661cd39f

Documento generado en 12/05/2022 04:48:36 PM



 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Superintendencia de Industria y Comercio - SIC 
Demandado: Ricardo Arias Flórez 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00032-00                    
 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 12 Judicial II para Asuntos Administrativos, celebrado entre la 

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y el señor RICARDO ARIAS 

FLÓREZ. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1.  OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 

 

A fin de obtener el reconocimiento de la reserva especial del ahorro como parte 

integral de los emolumentos denominados prima de actividad, bonificación por 

recreación, prima por dependiente y viáticos, la SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO, por conducto de apoderado judicial y ante la 

Procuraduría 12 Judicial II para Asuntos Administrativos, haciendo uso del 

mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó al señor RICARDO ARIAS 

FLÓREZ para celebrar audiencia de conciliación. 

 

2. HECHOS. 

 

2.1 Mediante petición del día 14 de septiembre de 2021, el señor RICARDO ARIAS 

FLÓREZ solicitó a la Superintendencia de Industria y Comercio (o léase S.I.C.) el 

reconocimiento y pago de las diferencias generadas por la omisión de la reserva 

especial del ahorro como parte integral de la asignación básica mensual y por lo tanto 

se reliquiden la prima de actividad, bonificación por recreación, prima por 

dependientes y viáticos (f. 23-25 del archivo 03Conciliacion del expediente digital). 

 

2.2 La Superintendencia de Industria y Comercio por medio del oficio No. 21-368179-

2-0 del día 21 de septiembre de 2021, dio respuesta a la anterior petición 

informándole al señor RICARDO ARIAS FLÓREZ sobre propuesta conciliatoria en 

relación a la reserva especial del ahorro en la liquidación de la prima de actividad, 

bonificación por recreación, prima por dependientes y viáticos (fol. 26-28 del archivo 

03Conciliacion del expediente digital). 
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2.3 El día 23 de septiembre de 2021, la parte convocada presentó escrito 

manifestando el ánimo de conciliar de acuerdo con los criterios adoptados por la S.I.C, 

y mediante memorial del 20 de octubre de 2021 la entidad convocante remite copia 

de la liquidación efectuada para que el señor RICARDO ARIAS FLÓREZ se 

pronunciara sobre la misma en los términos que estimara conveniente (fols. 29-36 

archivo 03Conciliacion del expediente digital). 

 

2.4 El día 3 de noviembre de 2021, la parte convocada acepta la liquidación 

presentada en cuanto al reconocimiento de los conceptos peticionados (fl. 37-39 

archivo 03Conciliacion del expediente digital). 

 
2.5 El día 7 de diciembre de 2021 la Superintendencia de Industria y Comercio 

presentó ante la Procuraduría General de la Nación solicitud de conciliación 

extrajudicial entre dicha entidad y RICARDO ARIAS FLÓREZ. 

 

2.6 Mediante documento con radicado Nº 20214022345982 del 07 de diciembre de 

2021, la parte convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fl. 50 del archivo 

02SolicitudConciliacion del expediente digital). 

 

2.7 A su vez, la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de la Superintendencia 

de Industria y Comercio presentó certificación con la respectiva propuesta, en donde 

se detalla que será liquidada y pagada la prima de actividad, bonificación por 

recreación, prima por dependientes y viáticos con la inclusión del porcentaje de la 

reserva especial del ahorro (fols. 72-74 del archivo 03Conciliacion del expediente 

digital). 

 
2.8 La Procuraduría 12 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá dispuso 

admitir la conciliación y fijar fecha para celebración de audiencia de conciliación, la 

cual tuvo lugar el día 1 de febrero de 2022 (PDF “03Conciliación.pdf” folios 82-90 del 

archivo 03Conciliacion del expediente digital). 

 

3. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en la plenario acta de 

audiencia conciliación del día 1 de febrero 20221, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y RICARDO ARIAS 

FLÓREZ según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 
“(…) El convocante manifiesta que la acción que se pretende precaver es la NULIDAD 
Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO e igualmente, en cumplimiento de lo 

                                                 
1 PDF “03Conciliación.pdf” del expediente digital. 
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dispuesto en el literal i) del Artículo 6 del Decreto 1716 de 2009, ratifica bajo la 
gravedad de juramento que la parte que representa no ha presentado demandas ni 
solicitudes de conciliación sobre los mismos aspectos materia de controversia dentro 
de este trámite extrajudicial. 
 
PRETENSIONES: “Muy respetuosamente me permito solicitarle a la Procuraduría 
General de la Nación, que con el fin de prever demandas de nulidad y 
restablecimiento del derecho futuras contra la Entidad por los hechos que se 
mencionan en la presente solicitud, permita que en audiencia de Conciliación, la 
CONVOCANTE y los CONVOCADOS celebren acuerdo conciliatorio sobre la re 
liquidación y pago de algunas prestaciones económicas contenidos en el Acuerdo 040 
de 1991 expedido por la Junta Directiva de la extinta Corporanónimas, a saber: 
PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, VIÁTICOS Y PRIMA 
POR DEPENDIENTES según el caso, incluido el porcentaje correspondiente a la 
RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, que también se encuentra contenido en el 
mencionado Acuerdo; lo anterior, por los periodos de tiempo y el monto total señalado 
en las liquidaciones que se adjuntan a la presente solicitud. 
(…) 
En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que 
expongan sucintamente sus posiciones, en primer lugar, a la parte convocada con el 
fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación (o por el 
representante legal) de la entidad en relación con la solicitud incoada, el doctor 
HAROL ANTONIO MORTIGO MORENO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
11.203.114 de Chía y portador de la Tarjeta Profesional No. 266.120 del Consejo 
Superior de la Judicatura, en representación de la entidad convocante la 
Superintendencia de Industria y Comercio, mediante correo electrónico del 31 de 
enero de 2022 allega copia del certificado suscrito por el Secretario Técnico del 
Comité de Conciliación de la entidad, en la que se anota lo siguiente: Que LA 
SECRETARIA TÉCNICA DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, De conformidad con lo 
previsto en el artículo 2.2.4.3.1.2.4 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. 
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(…) 
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 (…)”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 

 

Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o improbación 

del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo establecido en los 

artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 

contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del 

Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 

 

 Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en materia 

de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan conciliaciones 

extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez 

o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto 

aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 12 

Judicial II para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se está ante 

una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los jueces 

administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica en este 

Despacho. 

 

2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 

la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 

partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
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diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 

ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente las partes para sus intereses.  

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 

derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 

judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus apoderados.  

 

Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido económico de que 

conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través 

de los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales, serán conciliables, siempre que se cumplan 

los presupuestos de procedibilidad. 

 

3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 

 

El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a los 

siguientes supuestos de aprobación2: 

 

a. La debida representación de las personas que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para 

conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación. 

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículos 

73 y 81 de la Ley 446 de 1998). 

  

Así las cosas, se pasa a establecer si el acuerdo al que llegaron las partes cumple 

o no con los anteriores requisitos para impartirle aprobación:  

 

(i) Representación y capacidad de las partes. 

 

A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o parcialmente, 

en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a 

través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de acuerdo 

con el artículo 54 del Código General del Proceso, se señala que tienen capacidad 

para ser parte las personas que puedan disponer de sus derechos y las demás 

deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  debidamente 

autorizadas por estos.  

                                                 
2 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  



 
 

República de Colombia 

 
Juzgado 14 Administrativo Oral 

de Bogotá D.C. 

 

 

 
 
 

7 

 

De un lado, la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO, otorgó poder al abogado Harol Antonio Mortigo Moreno (fl. 12-19 del 

archivo 02SolicitudConciliacion del expediente digital). 

 

De otro lado, De otro lado, la parte convocada RICARDO ARIAS FLÓREZ actuó 

en causa propia por ser abogado debidamente inscrito3 y bajo la excepción 

consagrada en el artículo 29 de la Ley 1123 de 2007 –Código Disciplinario Único- 

el cual señala: 

 

“Artículo 29. Incompatibilidades. No pueden ejercer la abogacía, aunque 
se hallen inscritos: 

1. Los servidores públicos, aun en uso de licencia, salvo cuando deban 
hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se los 
permita. Pero en ningún caso los abogados contratados o vinculados podrán 
litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el municipio, según la 
esfera administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual 
presten sus servicios, excepto en causa propia y los abogados de pobres en 
las actuaciones que deban adelantar en ejercicio de sus funciones.” (Subraya 
el Despacho). 

 

(ii) Que no haya operado la caducidad. 

 

El Despacho advierte que en el presente caso la parte interesada elevó solicitud 

ante la entidad del reconocimiento y pago de las diferencias generadas al omitir la 

Reserva Especial de Ahorro en la liquidación correspondiente a la prima de 

actividad, bonificación por recreación, prima de dependientes y viáticos el día 14 de 

septiembre de 2021, y la S.I.C. le manifestó ánimo conciliatorio mediante oficio con 

radicado 21-368179-2-0 del 21 de septiembre de 2021 (fls. 26-28 PDF del archivo 

03Conciliacion del expediente digital), sin que hubiere expedido un acto 

administrativo definitivo demandable ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo por encontrarse en curso el procedimiento administrativo tendiente a 

la aprobación del respectivo acuerdo conciliatorio. Por tal motivo, no ha comenzado 

conteo alguno para determinar si existe caducidad del medio de control. 

Adicionalmente, se advierte que el convocado seguía ejerciendo su vinculación en 

la entidad según constancia del 9 de noviembre de 2021 expedida por la 

Coordinación de Talento Humano de la SIC y vista a folio 38 del PDF 

“02SolicitudConciliación.pdf” del expediente digital, y por lo tanto dichas 

prestaciones se constituyen en una obligación de tracto sucesivo. 

 

                                                 
3 Folios 36-37 del archivo 02SolicitudConciliacion del expediente digital. 
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(iii)  Disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes, 

que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación y que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio 

público. 

 

Procede el Despacho a resolver si el convocado tiene derecho a la la reserva 

especial de ahorro como parte integral de la asignación básica mensual, sueldo y/o 

salario que devengó como funcionario de la Superintendencia de Industria y 

Comercio. 

 

Por ser la reserva especial del ahorro un beneficio económico que en principio debía 

ser reconocido por la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades - 

CORPORANÓNIMAS, es preciso hacer un recuento del nacimiento de esta 

prestación, para efectos de determinar si dicho beneficio laboral es constitutivo de 

salario. 

 

Justamente, mediante la Resolución 97 de 1946 del entonces Ministerio de 

Gobierno se reconoció la personería jurídica a la Corporación de Empleados de la 

Superintendencia de Sociedades Anónimas. 

 

La corporación se denominó Corporanónimas, la cual fue reestructurada mediante 

el decreto con fuerza de ley 2156 de 1992 que determinó que "es un establecimiento 

público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa 

y patrimonio independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico" (art. 

1o), y estableció su objeto en el artículo 2º  en los siguientes términos: 

 

“La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, 
CORPORANÓNIMAS, como entidad de previsión social, tendrá a su cargo 
el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, económicas y médico 
asistenciales consagradas en las normas vigentes para los empleados 
públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, 
de Valores, de la misma Corporación, en la forma que dispongan sus 
estatutos y reglamentos internos, de acuerdo con las normas legales y 
reglamentarias". 

 

En desarrollo de este objeto, el artículo 3° del mismo Decreto enumeró las funciones 

de la corporación, dentro de las cuales se hallaban: 

 

1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimiento y pago de las prestaciones 

sociales, económicas y médico asistenciales de los empleados públicos de las 

Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, de Valores y de la 

misma Corporación. 
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2. Atender las prestaciones a que se obligue en favor de sus afiliados, 

beneficiarios, pensionados y adscritos especiales. 

 

Al respecto, es preciso señalar que el artículo 58 del Acuerdo 040 de 13 de 

noviembre de 1991, expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas consagró 

la denominada Reserva Especial de Ahorro, así: 

 

"CONTRIBUCION AL FONDO DE EMPLEADOS RESERVA ESPECIAL 
DE AHORRO: Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de 
Empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, entidad con 
Personería Jurídica reconocida por la Superintendencia Nacional de 
Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos 
una suma equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo 
básico, la prima de antigüedad, prima técnica, y gastos de representación; 
de este porcentaje entregará a Corporanónimas directamente al Fondo el 
quince por ciento (15%), previa deducción de la cotización que sea del caso 
por concepto de la afiliación de los beneficiarios. Los afiliados forzosos 
contribuirán mensualmente al Fondo con el cinco por ciento (5%) de las 
asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley..." 

 

Lo anterior significa que los empleados de la Superintendencia de Sociedades, 

mensualmente, devengaban la asignación básica que cancelaba la 

Superintendencia en forma directa y un 65% de ésta, pagado en principio por 

CORPORANÓMINAS. 

 

Corporanónimas fue suprimida en virtud del Decreto 1695 de 1997, mismo en el 

artículo 12 dispuso que en lo que hace referencia al pago de los beneficios 

económicos a sus empleados sería asumido por las Superintendencias de 

Sociedades, de Industria y Comercio, y de Valores, para lo cual en cada vigencia 

fiscal se apropiarían las partidas presupuestales necesarias para cada una de ellas. 

 

En este sentido, el Consejo de Estado al pronunciarse sobre la naturaleza de este 

beneficio laboral para los servidores de la Superintendencia de Sociedades admitió 

que dicha reserva especial de ahorro, constituye salario, dado su carácter 

esencialmente retributivo por la prestación de servicios personales4: 

 

"Pues bien, es claro para la Sala que todo lo que esté dirigido a remunerar 
de manera directa el servicio prestado por el empleado o trabajador, tiene el 
carácter de salario, así se le dé otra denominación o se pretenda modificarle 
su naturaleza. En el caso de autos es evidente que los empleados de la 
Superintendencia de Sociedades perciben su salario mensual a través de 
dos fuentes: la Superintendencia misma y su Corporación Social, 
Corporanónimas. En efecto, cada mes la entidad les cancela su asignación 

                                                 
4 Sentencia de 30 de enero de 1997 Sección Segunda – Expediente 12211.  
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básica y la corporación un 65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que 
en realidad la asignación mensual, fuera de otros factores que puedan 
concurrir en ella, es el total de lo reconocido por los dos organismos. 
 
Así las cosas, la aparente antinomia del decreto 2152 de 1992 al utilizar la 
expresión salario promedio del último año y luego determinar unos factores 
salariales dentro de los cuales no aparece ese rubro, no puede alterar la 
verdad de que la asignación básica mensual del empelado cubre los dos 
pagos ya relacionados. Por tanto, es incuestionable que el 65% del salario 
básico mensual reconocido por Corporanónimas debió incluirse para los 
fines del reconocimiento de las indemnizaciones o bonificaciones. 
 
La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje 
es una prestación y no concretamente salario; empero, es ostensible que no 
se trata de un complemento para el empleado o su familia, sino de una 
retribución directa de sus servicios. Por consiguiente, salario." 

 

Si bien el anterior pronunciamiento hace referencia a la Superintendencia 
de Sociedades, debe tenerse que el origen de la prestación es la misma 
para la Superintendencia de Industria y Comercio y por lo tanto el anterior 
pronunciamiento aplica para resolver este asunto. 
 

También la Corte Constitucional en sentencia C-521/95 precisó qué constituye 

salario: 

 

"La regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, 
fija o variable sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie 
como contraprestación o retribución directa y onerosa del servicio, y que 
ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a título gratuito o 
por mera liberalidad del empleados, ni lo que recibe en dinero, en especie 
no para su beneficio no para enriquecer su patrimonio, sino para 
desempeñar a cabalidad sus funciones, ni las prestaciones sociales, ni los 
pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden las partes, ni los 
pagos que según su naturaleza y por disposición legal no tiene carácter 
salarial, o lo tienen en alguna medida para sus efectos, ni los beneficios o 
auxilios habituales u ocasionales, acordados convencional o 
contractualmente y otorgados en forma extralegal por el empleados, cuando 
por disposición expresa de las partes no tienen el carácter salarial, con 
efectos en la liquidación de prestaciones sociales" 

 

De manera que es ineludible concluir que, la reserva especial del ahorro constituye 

salario y no una prestación social a título de complemento para satisfacer las 

necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación básica 

que devengaban los empleados de la Superintendencia de Industria y Comercio 

producto de una relación subordinada de trabajo, que se paga mensualmente, esto 

es, de manera periódica, porque para su causación no existen requisitos diferentes 

a la de ser empleado de la citada Superintendencia, por lo que debe entenderse 

que con su pago se está efectuando una retribución directa del servicio. 
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Entonces, diáfanamente la reserva especial de ahorro, debe ser considerada como 

parte de la asignación básica de los empleados de la Superintendencia de Industria 

y Comercio, pues no es posible asignarle otra naturaleza. Se insiste en que aquella 

tiene su fuente inmediata en el servicio personal prestado por el trabajador. 

 

Significa lo anterior que, no obstante, el 65% del salario se haya denominado 

reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma tenga 

causa distinta a la del servicio que prestan los funcionarios, para el Despacho dicha 

prestación indudablemente hace parte de la asignación básica y debe incluirse para 

los fines del reconocimiento de los emolumentos (i) prima de actividad, (ii) prima 

por dependientes, (iii) prima por bonificación y (vi) viáticos. 

 

Así, el Despacho observa que el acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público 

en la medida que cumple los requisitos legales y, por consiguiente, no desconoce 

los intereses de la parte convocante. Además, las pruebas obrantes en el 

expediente demuestran que al convocado le asiste el derecho para acceder a la 

inclusión de la reserva especial del ahorro en la reliquidación de las prestaciones 

sociales previamente enunciadas. 

 

Por lo anterior, no observando vicio en el consentimiento, y habiendo constatado 

que las partes están debidamente representadas y facultadas para expresar la 

voluntad en el presente acuerdo y que es permitido por la ley conciliar en este tema 

objeto de pronunciamiento; al no encontrarse un menoscabo al patrimonio público, 

ni vicios de nulidad que invaliden la actuación, se impartirá aprobación al acuerdo 

conciliatorio celebrado entre la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO y el convocado RICARDO ARIAS FLÓREZ. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 

D.C,  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 21 de 

enero de 2022 entre la parte convocante SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO y la parte convocada RICARDO ARIAS FLÓREZ, celebrado ante la 

Procuraduría 12 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá, en los términos 

y condiciones allí acordados, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 

presta mérito ejecutivo. 
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TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su costa 

copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos del artículo 

114 del Código General del Proceso. 

 

CUARTO: ARCHIVAR el proceso previas constancias de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 42fb39e106af07057444e5833b4615ac03897025ea292bfbd6aac743985efcc2

Documento generado en 12/05/2022 04:48:38 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Martha Siboney Rozo Caro 

Demandado : Nación - Fiscalía General de la Nación  

Expediente : 11001-3335-014-2022-00044-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Martha Siboney Rozo Caro interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Fiscalía General de la 

Nación solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0382 de 2013, 

modificado por el Decreto 022 de 2014 y, en consecuencia, se declare la nulidad 

del Oficio N° 20215920006351 del 28 de mayo del 2021 y la Resolución No. 0403 

de 9 de julio de 2021, por medio del cual la entidad demandada le negó la 

reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial. 

A título de restablecimiento solicita se le reconozca y pague la Bonificación Judicial 

Mensual concedida mediante el Decreto 0382 de 2013, como remuneración 

mensual con carácter salarial con las consecuencias prestacionales incluidas las 

primas de vacaciones, de servicios, de navidad, de productividad, del mes de junio, 

las cesantías intereses a las cesantías, bonificaciones y los demás emolumentos 

que por constitución y la ley correspondan, y los ajustes equivalentes al IPC.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-3. 
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en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 

de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 

abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 

expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 

por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 

la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 ancasconsultoria@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:ancasconsultoria@gmail.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de abril de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Laura Camila Jiménez Arcos  
Demandado: Nación — Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura 

– Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00061-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario en calidad de juez administrativo se encuentra incurso en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 24 de febrero de 2022 a través de apoderado judicial la parte demandante 
Laura Camila Jiménez Arcos, presentó demanda contra la Nación — Rama Judicial 
– Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de la Administración 
Judicial, la promoviendo, entre otras, las siguientes pretensiones1: 
 

“1. Inaplicar por inconstitucional, en virtud del artículo 4º de la Constitución 
Política, las expresiones “… y constituirá únicamente factor salarial para la 
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.”, del artículo primero del Decreto No. 0383 
y/o 0384 de 2013, y los que lo modifiquen, deroguen o adicionen.  
2. Declarar la Nulidad Parcial de la Resolución N.° RH-2981 de 7 de febrero 
de 2022, notificada personalmente de manera electrónica el 10 de febrero de 
2022, proferida por la Director Ejecutivo de Administración Judicial, mediante 
la cual se negó el reconocimiento y pago de la Bonificación Judicial devengada 
en virtud del Decreto N.° 0383 y/o 0384 de 2013 de manera habitual mes a 
mes, como remuneración con carácter salarial. (…)” 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae a colación el artículo 1º del 
Decreto 0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 
4 de 1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 
1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 
Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

                                                 
1 Ver pretensiones. PDF “02Demanda.pdf” Hoja 1 
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sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 
considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 
necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 
conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  
diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo4, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20217, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 
(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 
 
Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
 
Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 
 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
7 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Sofía Estrada Jiménez  

Demandado : Nación - Fiscalía General de la Nación  

Expediente : 11001-3335-014-2022-00062-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Sofía Estrada Jiménez interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Fiscalía General de la 

Nación solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0382 de 2013, 

modificado por el Decreto 022 de 2014 y, en consecuencia, se declare la nulidad 

del Oficio N° 20215920006481 de 02 de junio de 2021 y la Resolución No. 0476 

de 03 de agosto de 2021, por medio del cual la entidad demandada le negó la 

reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial. 

A título de restablecimiento solicita se le reconozca y pague la Bonificación Judicial 

Mensual concedida mediante el Decreto 0382 de 2013 como remuneración mensual 

con carácter salarial con las consecuencias prestacionales incluidas las primas, las 

cesantías, intereses a las cesantías, e indemnizaciones que por ley correspondan.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02DemandaAnexos” Folios 3-4. 



2 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 

de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 

abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 

expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 

por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 

la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

MCHL 

                                                 
7 raforeroqui@yahoo.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:raforeroqui@yahoo.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Conciliación Extrajudicial 

Expediente No. 11001-3335-014-2022-00070-00                   

Convocante: JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ 

Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL -CASUR- 

 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, 

celebrado entre el señor JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ  y la CAJA 

DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 

 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro, 

incrementando las partidas computables de la asignación mensual de retiro 

correspondientes al subsidio de alimentación y la duodécima parte (1/12) de las 

primas de servicios, navidad, vacaciones de acuerdo con el principio de oscilación, 

el señor JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, por conducto de apoderado, y 

ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos  de Bogotá , 

haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la CAJA 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, representada por su Director 

General, para celebrar audiencia de conciliación. 

 

2. HECHOS.1 

 

2.1 La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

10752 de 11 de diciembre de 2013, reconoció al señor Intendente Jefe ® JOSÉ 

GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ asignación de retiro. 

 

2.2  El convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición el día 21 de julio de 20202,  en el que solicitó el 

                                                 
1 Folio 28 y 29 del PDF  “02SolicitudConvocatoria” del expediente digital. 
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reconocimiento y pago de los valores correspondientes al incremento de las partidas 

computables de la asignación mensual de retiro del subsidio de alimentación y la 

duodécima parte (1/12) de las primas de servicio, navidad y de vacaciones de 

acuerdo con el principio de oscilación, y mediante Oficio ID  681514  del 20 de 

agosto de 2021, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le indicó los 

parámetros establecidos para acudir en conciliación extrajudicial ante la 

Procuraduría General de la Nación. 

 

2.4 Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (fls. 2 a 11). 

 
2.5 La Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá de 

Bogotá celebró Audiencia de conciliación el día 24 de febrero de 2022 (fols. 70 a 78 

del archivo “02SolicitudConvocatoria.pdf” del expediente digital). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 2-7). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante al Dr. Diego Abdón Tamayo Gómez con 

facultad expresa para conciliar (fls. 13-15). 

 
3.3. Petición de 21 julio de 2021 dirigida ante la entidad convocada (fl. 23-28). 

 
3.4. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 681514 del día 20 de agosto de 2021 (fols. 17-21). 

 

3.5. Hoja de Servicios 79533990 del 22 de octubre de 2013 del señor JOSÉ 

GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, en la que se indica la última unidad de 

prestación de servicios Estación de Policía de Teusaquillo (Folio 31). 

 
3.6. Copia de la Resolución No 10752 de11 de diciembre de 2013 por medio de 

la cual se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro al Intendente 

Jefe® JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ (fols. 28-29). 

 
3.7. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. Edwin Alexander Pérez Suárez con 

la respectiva documentación de acreditación (fols. 49-59). 

                                                                                                                                                     
2 Folio 23 a 24 del expediente digital  
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3.8. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (fols 60-69). 

 
3.9. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 

63-69), indicando los siguientes valores: 

 
 

VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 
 

CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
2.272.319 

Valor Capital 100% 2.040.378 
Valor Indexación por el (75%) 173.956 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 2.124.334 
Menos descuento CASUR -94.716 
Menos descuento Sanidad -77.512 
VALOR A PAGAR 2.042.106 

 
 
 

3.10. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 192              

Judicial I para Asuntos Administrativos el día 24 de febrero de 2022 entre el señor 

JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 

DE LA POLICÍA NACIONAL (fols. 70-78). 

 
 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 24 de febrero de 20213, referida al acuerdo 

conciliatorio entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y el señor 

JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, según la cual, para los efectos 

pertinentes, se expone: 

 

“(…) Así mismo manifiesta que se ratifica en las pretensiones y aspectos a conciliar 
señalados en la solicitud de conciliación, los cuales se reproducen así: PRIMERA: Se 
declare la NULIDAD parcial del ACTO ADMINISTRATIVO contenido en la comunicación 
oficial No. 681514 DEL 20 DE AGOSTO DE 2.021 signada por la Jefe Oficina Jurídica de 
la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, por medio de la cual se resolvió la 
petición de interés particular intitulada “PETICIÓN DE REAJUSTE Y PAGO 
RETROACTIVO PARTIDAS ASIGNACIÓN” formulada el 21 DE JULIO DE 2.021, por 
parte del señor JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ. 
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO 
DEL DERECHO, condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, a reconocer y pagar a 
favor del señor JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, por concepto de reajuste de 

                                                 
3 Folios 70-78 PDF “02SolicitudConvocatoria.pdf” del expediente digital.  
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asignación de retiro, todos los valores que dejaron de incrementársele y pagársele con 
sus mesadas y primas de asignación de retiro, durante el lapso comprendido entre el 15 
DE ENERO DE 2.014 y hasta el 31 DE DICIEMBRE DE 2.019, como consecuencia de la 
desatención del principio de oscilación y haberse mantenido estáticas y sin aumento, las 
partidas de 1/12 DE LA PRIMA DE NAVIDAD, 1/12 DE LA PRIMA DE SERVICIOS, 1/12 
PRIMA DE VACACIONES y SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN de su asignación de retiro. 
(…) 
Acto seguido se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte Convocada, con 
el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación de la entidad 
en relación con la solicitud incoada: El Comité de Conciliación y Defensa Judicial dando 
alcance a la certificación emitida el 21 de febrero de 2022, con ID 725779, así: El presente 
estudio se centrará, en determinar, si el señor señor IT (r) JOSE GABRIEL RODRIGUEZ 
ORDOÑEZ, identificado con la CC 79.533.990 tiene derecho al reajuste y pago de su 
asignación mensual de retiro por concepto de PARTIDAS COMPUTABLES. 
 
En el caso del señor IT (r) JOSE GABRIEL RODRIGUEZ ORDOÑEZ, identificado con la 
CC 79.533.990, de conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 16 
del 13 de enero de 2022, tiene derecho a la actualización de las partidas computables de 
la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes 
de las primas de navidad, servicios y vacaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 
42 del Decreto 4433 de 2004. La conciliación se rige bajo los siguientes parámetros: 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 
2. Se conciliará el 75% de la indexación 3. Las sumas dinerarias se cancelarán dentro 
de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro con los documentos 
pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 4. Se 
aplicará la prescripción trienal contemplada en el artículo 43 del Decreto 4433 de 
2004, norma prestacional vigente al momento de la adquisición del derecho a gozar de 
la prestación, es decir, la propuesta económica de conciliación se realizará desde el 
22 de julio de 2018 en razón a la petición radicada en la Entidad el 22 de julio de 2021. 
Igualmente, el Cuerpo Colegiado manifiesta que en aplicación a lo establecido en el 
artículo 2.2.4.3.1.1.9 del Decreto 1069 de 2015 por tratarse el presente asunto de los 
efectos económicos del acto administrativo identificado bajo el ID 646590 del 12 de 
abril de 2021 expedido por la Entidad convocada, en anuencia con lo previsto en el 
numeral 1 del artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, el acuerdo al que llegarán las partes 
es TOTAL lo que produce o conlleva a la revocatoria total de los citados actos 
administrativos. En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica 
de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, ratifica y da alcance a la 
Certificación expedida el 14 de febrero de 2022 y radicada con ID.725779, decisión 
que igualmente queda sentada en Acta 21 del 10 de febrero de 2022. 
Los valores correspondientes a la formula económica son los siguientes:  
CAPITAL: 100% equivalente a $2.040.378  
INDEXACIÓN 75% equivalente a $173.956  
Total valor conciliado $2.214.334 
DESCUENTO CASUR: $-94.716  
DESCUENTO SANIDAD: $ -77.512  
TOTAL A PAGAR: $2.042.106 
(…) 
Se hace constar por este Procurador que la certificación y liquidación aludidas, así 
como el poder otorgado y sus anexos fueron allegados a mi correo institucional y 
serán anexos a este expediente. Se concede el uso de la palabra al apoderado de la 
parte convocante para que se pronuncie sobre la propuesta conciliatoria formulada por 
su contraparte, y en uso de la palabra indicó que acepta en totalidad la propuesta 
presentada y que le asiste animo conciliatorio en el presente asunto (…)”. 
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II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 

 

Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 

improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 

establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 192 

Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá en la ciudad de Bogotá, y como 

se está ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de 

los jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica 

en este Despacho. 

 

2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 

la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 

partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 

diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 

ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 

derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 

judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 

apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 

económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 

siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 
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En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 

podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 

partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 

judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 

El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 

cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 

mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 

 

3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 

 

El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 

los siguientes supuestos de aprobación4: 

 

a. La debida representación de las personas que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 

para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación. 

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 

(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 

Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 

para impartir su aprobación:  

 

3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 

 

A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 

parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 

público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 

acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 

capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 

las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  

debidamente autorizadas por estos.  

 

En el sub-lite, el convocante JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ en su 

calidad de Intendente Jefe®  de la Policía Nacional con asignación mensual de 

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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retiro, otorgó poder al abogado Dr. Diego Abdón Tamayo Gómez facultándolo 

expresamente para conciliar5. 

 

De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 

conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 

manifestando su ánimo conciliatorio6. 

 

3.2 Que no haya operado la caducidad. 

 

El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 

de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 

hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 

1437 de 2011). 

 

3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar trámite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
A través de la Ley 62 de 19937, se confirieron facultades extraordinarias por el 
legislador al Presidente de la República para modificar normas de carrera de la 
Policía Nacional, entidad que estaría integrada por oficiales, personal del nivel 
ejecutivo, suboficiales y agentes. Las facultades extraordinarias fueron otorgadas 
para regular los siguientes aspectos: 

 
“ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales (…)” 
 

                                                 
5 Folios 13-14 del expediente digital 
6 Folios 49-59 del expediente digital  
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49, 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 

f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 
 

En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 
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“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales. (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y que 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a JOSÉ 
GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, le asiste el derecho conciliado, por cuanto se 
le reconoció asignación de retiro mediante Resolución Nro. 10752 del 11 de 
diciembre de 2013, efectiva a partir del 15 de enero de 2014. Desde el año 2014, 
únicamente la asignación básica y la prima de retorno a la experiencia, fueron 
incrementadas con fundamento en el principio de oscilación, conforme los 
decretos anuales expedidos por el Gobierno Nacional, y las demás partidas, 
subsidio de alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima 
de servicios y de la prima de vacaciones, permanecieron estáticas hasta el 2018 y 
fueron incrementadas desde el 2019, como se evidencia en la siguiente tabla: 
  

Partidas Valor año 2014   Valor año 2018 Valor año 2019 
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Sueldo básico $ 1.914.703.00 $ 2.422.754.00 $ 2.531.778.00 

Prima de retorno 
experiencia 

$ 57.441.09 $ 72.682.62 $ 75.953.34 

Prima de navidad $ 208.175.19 $ 208.175.19 $ 217.543.34 

Prima de servicios $ 81.642.19 $ 81.642.19 $ 85.316.09 

Prima de vacaciones $ 85.043.95 $ 85.043.95 $88.870.92  

Subsidio de 
alimentación 

$ 43.594.00 $ 43.594.00 $ 45.555.73   

 
 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2014 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ, a 
partir del 21 de julio de 2018 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 21 
de julio de 2021, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio suscrito 
por las partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario, en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los funcionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la misma 
entidad nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 24 de febrero 2022, entre JOSÉ GABRIEL 
RODRÍGUEZ ORDOÑEZ y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente acreditados, y 
ante el Procurador 192 Judicial I en Asuntos Administrativos. 
 

Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  

 

RESUELVE 
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PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 24 de 

febrero de 2022 entre el convocante JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ ORDOÑEZ y 

la convocada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 

celebrado ante la Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos de 

Bogotá, en los términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas 

en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 

presta mérito ejecutivo. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 

costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 

del artículo 114 del Código General del Proceso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Hernán Páez Zapata   
Demandado: Nación — Fiscalía General De La Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00071-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario en calidad de juez administrativo se encuentra incurso en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 31 de mayo de 2019 a través de apoderada judicial la parte demandante 
Hernán Páez Zapata, presentó demanda contra la NACIÓN — FISCALÍA GENERAL 
DE LA NACIÓN promoviendo, entre otras, las siguientes pretensiones1: se anexa 
imagen  
 

 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el Juzgado Segundo Administrativo de 
Girardot con auto del 9 de septiembre de 2019, declaró su impedimento frente al 
proceso de la referencia y ordenó remitir el expediente al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca (reparto), no contando en el expediente digital con algún 
pronunciamiento por parte del  superior Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
Igualmente, con providencias del 13 de julio de 2021, se inadmitió la demanda por 
parte de la conjuez y finalmente el 21 de febrero de 2022, se declara la falta de 
competencia territorial. 
 
Frente a la pretensión se trae a colación el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013 el 
cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 

                                                 
1 Ver pretensiones. PDF “02Demanda.pdf” Hoja 3 
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1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 
Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 
de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 
abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  
diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo4, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20217, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 
(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho y con remisión del Juzgado Segundo Administrativo de Girardot, al 
tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a un(a) funcionario(a) 
judicial o de una entidad con régimen similar, dichos expedientes corresponden por 
reparto a las instancias judiciales transitorias, razón por la cual se ordenará la 
remisión del medio de control de la referencia al Juzgado Primero Administrativo 
Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a la sección segunda en 
virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
7 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Cosme Canizales Castillo   
Demandado: Nación — Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura 

– Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00090-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario en calidad de juez administrativo se encuentra incurso en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 15 de marzo de 2022 a través de apoderado judicial la parte demandante 
Cosme Canizalez Castillo, presentó demanda contra la Nación — Rama Judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de la Administración 
Judicial, la promoviendo, entre otras, las siguientes pretensiones1: 
 

“1. Inaplicar por inconstitucional, en virtud del artículo 4º de la Constitución 
Política, las expresiones “(…) y constituirá únicamente factor salarial para la 
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.”, del artículo primero del Decreto N.° 0383 y/o 0384 
de 2013 y los que lo modifiquen, deroguen o adicionen.  
2. Declarar la Nulidad de la Resolución N.° DESAJBOR21-5047 de 19 de 
noviembre de 2021, notificada de manera electrónica el 22 de noviembre de 
2021, proferida por el Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial 
de Bogotá, mediante la cual se negó el reconocimiento y pago de la 
Bonificación Judicial devengada en virtud del Decreto N.° 0383 y/o 0384 de 
2013, como factor salarial para la liquidación de las prestaciones sociales del 
demandante. (…)” 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae a colación el artículo 1º del 
Decreto 0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 
4 de 1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 
1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 

                                                 
1 Ver pretensiones. PDF “02Demanda.pdf” Hoja 1 
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Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 
considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.”  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 
necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 
conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  
diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo4, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20217, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 
(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 
 
Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
 
Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
7 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Felipe Alejandro Chacón Briceño 

Demandado : Nación - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2022-00091-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse. 

 

El señor Felipe Alejandro Chacón Briceño interpone medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Rama Judicial – Consejo 

Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0383 de 2013 desarrollado 

mediante los decretos salariales anuales, y en consecuencia, se declare la nulidad 

de la Resolución No. DESAJBOR21-4890 de 4 de noviembre de 2021 y el Acto 

Administrativo Ficto Presunto Negativo, producto del silencio administrativo 

negativo respecto del Recurso de Apelación radicado EXDESAJBO21-64228 de 

08 de noviembre de 2021 (interpuesto el 05 de noviembre de 2021), por medio 

de los cuales la entidad demandada le negó la reliquidación de sus prestaciones 

sociales con la inclusión de la bonificación judicial. A título de restablecimiento 

solicita se le reconozca y pague la Bonificación Judicial Mensual concedida 

mediante el Decreto 0383 de 2013 como remuneración mensual con carácter 

salarial con las consecuencias prestacionales.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-2 
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de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 

expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 

por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 

la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

MCHL 

                                                 
7 felipeach@hotmail.com; danielsancheztorres@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:felipeach@hotmail.com
mailto:danielsancheztorres@gmail.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Bladimir Epsom Romero Cardozo  
Demandado: Nación — Fiscalía General De La Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00095-00                     
            
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – SALA TRANSITORIA, que a través 
de la providencia1 proferida el nueve (09) de marzo dos mil veintidós (2022) decidió 
declarar la falta de competencia en razón a la cuantía. 
 
Por lo tanto, encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, 
advierte este funcionario en calidad de juez administrativo se encuentra incurso en 
la causal de impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código 
General del Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado 
del asunto citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 17 de marzo de 2021 la oficina de apoyo de los Juzgados Administrativos de 
Bogotá remite el proceso de la referencia a este Despacho en el que la apoderada 
judicial la parte demandante Bladimir Epsom Romero Cardozo, demanda a la 
NACIÓN — FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN promoviendo, entre otras, las 
siguientes pretensiones2:  
 

“(…) PRIMERA: INAPLICAR, por ser inconstitucionales e ilegales, o porque 
ya fue anulado por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, con 
respecto al artículo 1 del Decreto 0382 de 2013 la expresión “constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y con relación 
al artículo 1 del Decreto 022 de 2014 la expresión “constituye únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y con respecto al artículo 1 
del Decreto 1270 de 2015 la expresión “constituye únicamente factor salarial 
para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 
247 de 2016 la expresión “constituye únicamente factor salarial para la base 
de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 1015 de 
2017 la expresión “constituye únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 341 de 
2018 expedidos por el Gobierno Nacional la expresión “constituye únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y normas concordantes 
expedidas por el Gobierno Nacional, y con relación al artículo 1 del Decreto 
993 de 2019 expedidos por el Gobierno Nacional la expresión “constituye 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 

                                                 
1https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/20

22/2022-00095/24AutoRemiteCompetencia.pdf?csf=1&web=1&e=Hv7glL  
2 Ver pretensiones. PDF “07DemandaParte07.pdf” Hoja 1 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2022/2022-00095/24AutoRemiteCompetencia.pdf?csf=1&web=1&e=Hv7glL
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/r/personal/jadmin14bta_notificacionesrj_gov_co/Documents/Procesos%20ordinarios/2022/2022-00095/24AutoRemiteCompetencia.pdf?csf=1&web=1&e=Hv7glL
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Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y normas 
concordantes expedidas por el Gobierno Nacional. (…)” 

 
 
Frente a la pretensión se trae a colación el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013 el 
cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 
1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 
Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)3. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 

                                                 
3 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 
considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 
de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 
abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
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En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento4, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  
diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo5, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20216, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20217, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20218, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 

                                                 
4 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
5 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
7 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
8 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
 
Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115679 y PCSJA20-1158110, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
9 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
10 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Conciliación Extrajudicial 

Expediente No. 11001-3335-014-2022-00105-00                   

Convocante: DARIO ARNOLDO AGREDO 

Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL -CASUR- 

 

Con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho procede a 

decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 

ante la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, 

celebrado entre el señor DARIO ARNOLDO AGREDO y la CAJA DE SUELDOS 

DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 

 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro, 

incrementando las partidas computables correspondientes al subsidio de 

alimentación y la duodécima parte (1/12) de las primas de servicios, navidad, 

vacaciones y subsidio de alimentación de acuerdo con el principio de oscilación, el 

señor DARIO ARNOLDO AGREDO, por conducto de apoderada, y ante la 

Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos  de Bogotá , haciendo uso 

del mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la CAJA SUELDOS DE 

RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, representada por su Director General, para 

celebrar audiencia de conciliación. 

 

2. HECHOS.1 

 

2.1 La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

21742 de 26 de diciembre de 2012, reconoció al señor Intendente® DARIO 

ARNOLDO AGREDO asignación de retiro. 

 

2.2  El convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición el día 15 de diciembre de 20212,  en el que solicitó el 

                                                 
1 Folios 19 a 26 del PDF  “02AcuerdoConciliatorioAnexos.pdf” del expediente digital  
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reconocimiento y pago de los valores correspondientes al incrementando las 

partidas computables de la asignación mensual de retiro como subsidio de 

alimentación y la duodécima parte (1/12) de las primas de servicio, navidad y de 

vacaciones de acuerdo con el principio de oscilación, y mediante Oficio ID  714293 

del 20 de diciembre de 2021, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le 

indicó los parámetros establecidos para acudir en conciliación extrajudicial ante la 

Procuraduría General de la Nación. 

 

2.4 Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (fls. 2 a 14). 

 
2.5 La Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá de Bogotá 

celebró Audiencia de conciliación el día 16 de marzo de 2022 (fols. 101 a 106 

expediente digital). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 2-14). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante a la Dra. Deysi Patricia Rojas Buritacá con 

facultad expresa para conciliar (fls. 16-18). 

 
3.3. Petición de 15 diciembre de 2021 dirigida ante la entidad convocada (fl. 19-

26). 

 
3.4. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 714293 del día 20 de diciembre de 2021 (fols. 27-32). 

 

3.5. Hoja de Servicios 6342039 del 28 de diciembre de 2012 del señor DARIO 

ARNOLDO AGREDO, en la que se indica la última unidad de prestación de 

servicios Estación de Policía de Kennedy (folio 35). 

 
3.6. Copia de la Resolución No 21742 de 26 de diciembre de 2012 por medio de 

la cual se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro al Intendente 

Jefe® DARIO ARNOLDO AGREDO (fols. 33-34). 

 

                                                                                                                                                     
2 Folio 19 a 26 del expediente digital  
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3.7. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. Camilo Agusto Corredor Ramírez con 

la respectiva documentación de acreditación (fols. 78-85). 

 
3.8. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (fols 86-87). 

 
3.9. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 

88-95), indicando los siguientes valores: 

 
 

VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 
 

CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
1.885.037 

Valor Capital 100% 1.679.082 
Valor Indexación por el (75%) 154.466 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 1.833.548 
Menos descuento CASUR -102.891 
Menos descuento Sanidad -65.068 
VALOR A PAGAR 1.665.589 

 
 
 

3.10. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría 81              

Judicial I para Asuntos Administrativos el día 16 de marzo de 2022 entre el señor 

DARIO ARNOLDO AGREDO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL (fols. 101-106). 

 
 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 16 de marzo de 20213, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y el señor DARIO 

ARNOLDO AGREDO, según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 

“(…) En este estado de la diligencia se concede el uso de la palabra a las partes para que 
expongan sus posiciones. La parte convocante manifiesta que se ratifica en las 
pretensiones de la solicitud de conciliación, que son: “ 1.PRIMERA: Que se declare la 
nulidad comunicado oficial Radicado 20211200- 010182491 Id: 714293 de fecha 20 de 
diciembre de 2021 respuesta dada por la entidad al en el cual negó la reliquidación y el 
reajuste de las partidas: (subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de 
servicios, duodécima parte de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de 
navidad). 2.SEGUNDA: Que, como consecuencia de la anterior declaración de nulidad del 
comunicado oficial Radicado 20211200-010182491 Id: 714293 de fecha 20 de diciembre 

                                                 
3 Folios 101-109 PDF “02AcuerdoConciliaatorioAnexos.pdf” del expediente digital.  
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de 2021, se ordene a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL y 
que esta reconozca y el pague por catorce mesadas anuales el reajuste de las partidas : 
(subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte de 
la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad), de mi representado de 
acuerdo lo consagrado en el Artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, Ley 923 2004 artículo 
2 numeral 2.4 dejados de cancelar por parte de la Caja de Sueldos de Retiro de La Policía 
Nacional, desde el 26 de diciembre de 2012 hasta el 31 de Diciembre de 2018 aplicando 
para tal efecto las variaciones porcentuales dispuestas con ocasión de los aumentos 
anuales decretados por el Gobierno Nacional que han fijado las asignaciones de los 
servidores del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional en actividad, en cumplimiento del 
principio de oscilación. 3 TERCERA: Que por parte de la convocada se realicen los 
ajustes al valor reconocido de conformidad con el inciso último del artículo 187 de la Ley 
1437 de 2011 al momento liquidar las partidas computables: a) doceava prima de 
navidad, b) doceava prima de servicios, c) doceava prima vacacional, y d) subsidio de 
alimentación con motivo de la disminución del poder adquisitivo, por tratarse de sumas de 
tracto sucesivo. 
(…) 
Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocada, 
con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación: Se 
envió al correo electrónico del despacho, en dos folios, certificación No. 732494 de fecha 
2022-03-14, suscrita por la secretaria técnica del Comité de Conciliación de la entidad, 
cuya decisión es la siguiente: “El Comité de Conciliación y Defensa Judicial mediante Acta 
21 del 10 de febrero de 2022 consideró: El presente estudio se centrará, en determinar, si 
el señor IT (r) DARIO ARNOLDO AGREDO, identificado con la CC 6.342.039 tiene 
derecho a al reajuste y pago de su asignación mensual de retiro por concepto de 
PARTIDAS COMPUTABLES. En el caso del señor IT (r) DARIO ARNOLDO AGREDO, 
identificado con la CC 6.342.039, de conformidad a lo establecido por este Cuerpo 
Colegiado en Acta 16 del 13 de enero de 2022, tiene derecho a la actualización de las 
partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de 
alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004. La conciliación se 
rige bajo los siguientes parámetros: 1. Se reconocerá el 100% del capital. 2. Se conciliará 
el 75% de la indexación 3. Las sumas dinerarias se cancelarán dentro de los 6 meses 
siguientes a la radicación de la cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la 
Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 4. Se aplicará la 
prescripción trienal contemplada en el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004, norma 
prestacional vigente al momento de la adquisición del derecho a gozar de la prestación, 
es decir, la propuesta económica de conciliación se realizará desde el 12 de febrero de 
2017 en razón a la petición radicada en la Entidad el 12 de febrero de 2020. 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente asunto le asiste 
ánimo conciliatorio” Acto seguido para los mismos fines solicito se tenga en cuenta la 
liquidación aportada que consta de ocho folios y que corresponde a la Indexación de 
partidas computables nivel ejecutivo que se debe cancelar a DARIO ARNOLDO 
AGREDO, identificado con cedula de ciudadanía No. 6´342.039, liquidada a partir del 15 
de diciembre de 2018, en razón a la prescripción, toda vez que el derecho de petición se 
radicó en la entidad el día 15 de diciembre de 2021.  
En cumplimiento a la información procedente de la Oficina Asesora de Jurídica de la 
Entidad, son los siguientes valores:  
Valor de Capital Indexado $ 1.885.037  
Valor Capital 100% $ 1.679.082  
Valor indexación por el (75%) $ 154.466  
Valor capital más (75%) de Indexación $ 1.833.548  
Menos descuento CASUR -$ 102.891  
Menos descuento Sanidad -$ 65.068  
VALOR A PAGAR $ 1.665.589 
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Se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocante para que 
manifieste su posición frente a lo expuesto por el comité de conciliación: Una vez 
consultada la propuesta con el convocante, se acepta la fórmula de conciliación 
presentada por la entidad convocada CASUR (…)”. 
 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA 

 

Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 

improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 

establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 84 

Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá en la ciudad de Bogotá, y como 

se está ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de 

los jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica 

en este Despacho. 

 

2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 

la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 

partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 

diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 

ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 

derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 

judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 

apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 

económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
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Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 

siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 

 

En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 

podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 

partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 

judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 

El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 

cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 

mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 

 

3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 

 

El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 

los siguientes supuestos de aprobación4: 

 

a. La debida representación de las personas que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 

para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación. 

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 

(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 

Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 

para impartir su aprobación.  

 

3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 

 

A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 

parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 

público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 

acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 

capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 

las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  

debidamente autorizadas por estos.  

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  



 

 

Conciliación Extrajudicial 2022-00105 
Convocante: DARIO ARNOLDO AGREDO   
Convocado: CASUR 

7 

 

En el sub-lite, el convocante DARIO ARNOLDO AGREDO en su calidad de 

Intendente®  de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro, otorgó poder 

a la abogada Dra. Deysi Patricia Rojas Buritaca facultándola expresamente para 

conciliar5. 

 

De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 

conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 

manifestando su ánimo conciliatorio6. 

 

3.2 Que no haya operado la caducidad. 

 

El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 

de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 

hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 

1437 de 2011). 

 

3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar trámite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
A través de la Ley 62 de 19937, se confirieron facultades extraordinarias por el 
legislador al Presidente de la República para modificar normas de carrera de la 
Policía Nacional, entidad que estaría integrada por oficiales, personal del nivel 
ejecutivo, suboficiales y agentes. Las facultades extraordinarias fueron otorgadas 
para regular los siguientes aspectos: 

 
 ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 
1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 

                                                 
5 Folio 16-18 del expediente digital 
6 Folios 78-85  del expediente digital  
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales (…). 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 

f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 
 

En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
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el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 

 
“Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 

 “Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 
(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales. (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y que 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que a DARIO 
ARNOLDO AGREDO, le asiste el derecho conciliado, por cuanto se le reconoció 
asignación de retiro mediante Resolución Nro. 21742 del 26 de diciembre de 2012, 
efectiva a partir del 28 de diciembre de 2012. Desde el año 2013, únicamente la 
asignación básica y la prima de retorno a la experiencia, fueron incrementadas con 
fundamento en el principio de oscilación, conforme los decretos anuales expedidos 
por el Gobierno Nacional, y las demás partidas, subsidio de alimentación y las 
doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de servicios y de la prima de 
vacaciones, permanecieron estáticas hasta el 2018 y fueron incrementadas desde 
el 2019, como se evidencia en la siguiente tabla: 
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Partidas Valor año 2012   Valor año 2018 Valor año 2019 

Sueldo básico $ 1.798.162.00 $ 2.422.754.00 $ 2.531.778.00 

Prima de retorno 
experiencia 

$ 107.889.72 $ 145.365.24 $ 151.906.68 

Prima de navidad $ 206.130.00 $ 206.130.00 $215.405.85  

Prima de servicios $ 81.174.82 $ 81.174.82 $ 84.827.69 

Prima de vacaciones $ 84.557.11 $ 84.557.11 $88.362.18  

Subsidio de 
alimentación 

$ 42.144.00 $ 42.144.00 $ 44.040.48   

 
 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2013 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de DARIO ARNOLDO AGREDO, a partir del 15 de 
diciembre de 2018 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 15 de 
diciembre de 2021, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio suscrito 
por las partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario, en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los funcionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la misma 
entidad nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 16 de mazo 2022, entre DARIO ARNOLDO 
AGREDO y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL –
CASUR-, a través de sus apoderados debidamente acreditados, y ante la 
Procuradora 81 Judicial I en Asuntos Administrativos. 
 

Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 16 de 

marzo de 2022 entre el convocante DARIO ARNOLDO AGREDO y la convocada 

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, celebrado ante la 

Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, en los términos 

y condiciones allí acordados, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 

presta mérito ejecutivo. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 

costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 

del artículo 114 del Código General del Proceso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Claudia Inés Calderón Sánchez   

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00106 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por Claudia Inés Calderón Sánchez, a través de apoderada, contra NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 
Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término 
común de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 para que contesten la demanda, el 
cual comenzará a correr después de realizada la respectiva notificación de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la modificación realizada 
por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente CLAUDIA INÉS CALDERÓN SÁNCHEZ 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 28.169.193. Para tal efecto, la parte actora 
debe adelantar el trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad 
con lo dispuesto en el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° 
del artículo 78 del Código General del Proceso. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-
115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Oscar Mauricio Salazar Cortes   
Demandado: Nación — Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura 

– Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00110-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario en calidad de juez administrativo que se encuentra incurso en la causal 
de impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 25 de marzo de 2022 a través de apoderada judicial, el demandante Oscar 
Mauricio Salazar Cortes, presentó demanda contra la Nación — Rama Judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de la Administración 
Judicial, la promoviendo, entre otras, las siguientes pretensiones1: 
 

“Primera. 
Que se implique parcialmente para el caso particular de mandante el Decreto 
383 de 2013, en cuanto la frase  “(…) y constituirá únicamente factor salarial 
para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.”,  
Segunda. 
Que se declare la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución 
216 del 18 de Enero de 2016 mediante la cual la Nación- Rama judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial Bogotá- Cundinamarca, resolvió negar carácter salarial 
y prestacional a la bonificación establecida en el Decreto 0383 del 6 de marzo 
de 2013 Modificado con el decreto 1269 de 9 de junio de 2015 negando el 
reconocimiento y pago de todas las prestaciones sociales que haya sido 
pagadas sin tomar como factor salarial la Bonificación Judicial antes referida 
(…)” 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae a colación el artículo 1º del 
Decreto 0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 
4 de 1992, así: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 
1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 

                                                 
1 Ver pretensiones. PDF “02DemandaAnexos.pdf” Hoja 31 
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permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 
Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 
considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 
necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 
conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  
diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo4, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20217, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 
(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 
 
Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
7 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante : Lised Garavito Mendoza 

Demandado : Nación - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2022-000112-00 

 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

La señora Lised Garavito Mendoza interpone medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación - Rama Judicial – Consejo 

Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

solicitando que se inaplique el artículo 1 del Decreto 0383 de 2013 desarrollado 

mediante los decretos salariales anuales, en consecuencia, se declare la nulidad de 

la Resolución No. DESAJBOR21-4873 de 4 de noviembre de 2021 y la 

Resolución No. RH3116 de 22 de febrero de 2022, por medio del cual la entidad 

demandada le negó la reliquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión 

de la bonificación judicial. A título de restablecimiento solicita se le reconozca y 

pague la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0383 de 

2013 y normas concordantes, como remuneración mensual con carácter salarial con 

las consecuencias prestacionales correspondientes.1 

 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992: 

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 

Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 

vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 

modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 

de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 

                                                 
1 Expediente digital. PDF “02Demanda” Folios 1-2 
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en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 

tablas, así: (…)”. 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 

manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 

integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 

(…) 

 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 

manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (…)”. 
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fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 

igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 

inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 

caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 

su cargo4, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 

siguientes acuerdos: 

 

(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 

juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 de 2011, “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
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en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 

administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 

Zipaquirá y Leticia. 

 

(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 

temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 

de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 

Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 

Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 

de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 

cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 

FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 

Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 

Administrativos Transitorios. 

 

(iv) PCSJA22-11918 DE 2022 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 

en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 

despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto. 

 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 

este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 

un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 

expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 

por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 

la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

                                                 
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
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PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 

haya lugar. 

 

TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al 

interesado7. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 

su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 

PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 

Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 

al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
MCHL 

                                                 
7 ligamemix@hotmail.com; danielsancheztorres@gmail.com  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:ligamemix@hotmail.com
mailto:danielsancheztorres@gmail.com
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Carolina Caro Gómez   

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00124 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por CAROLINA CARO GÓMEZ, a través de apoderada, contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso por tener el deber de expedir los actos 
administrativos relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, para que contesten la demanda, por el término 
común de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 para que contesten la demanda, el 
cual comenzará a correr después de realizada la respectiva notificación de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 200 de la Ley 14370 de 2011, conforme a la modificación realizada 
por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente CAROLINA CARO GÓMEZ identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 53.081.887. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-
115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Diana Lorena Parra Narváez    
Demandado: Nación — Fiscalía General De La Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00128-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario en calidad de juez administrativo que se encuentra incurso en la causal 
de impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 
Proceso, pues eventualmente existe un interés indirecto en el resultado del asunto 
citado en la referencia, como pasa a explicarse: 
 
El día 5 de abril de 2022 a través de apoderada judicial la parte demandante Diana 
Lorena Parra Narváez   , presentó demanda contra la NACIÓN — FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN promoviendo, entre otras, las siguientes pretensiones1:  
 

“(…)PRIMERA: INAPLICAR, por ser inconstitucionales e ilegales, o porque ya 
fue anulado por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, con respecto 
al artículo 1 del Decreto 0382 de 2013 la expresión “constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 
del Decreto 022 de 2014 la expresión “constituye únicamente factor salarial 
para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.”, y con respecto al artículo 1 del 
Decreto 1270 de 2015 la expresión “constituye únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 247 de 
2016 la expresión “constituye únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 1015 de 
2017 la expresión “constituye únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.”, y con relación al artículo 1 del Decreto 341 de 
2018 expedidos por el Gobierno Nacional la expresión “constituye únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y normas concordantes 
expedidas por el Gobierno Nacional, y con relación al artículo 1 del Decreto 
993 de 2019 expedidos por el Gobierno Nacional la expresión “constituye 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.”, y normas 
concordantes expedidas por el Gobierno Nacional. (…)” 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, se trae a colación el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 

                                                 
1 Ver pretensiones. PDF “02Demanda.pdf” Hoja 1 
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establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 
1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público 
permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las siguientes tablas, así: (…)”. 

 
Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre un impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 
reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte 
(20) de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), 
aplicable por remisión expresa del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA)2. 
 
Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de 
magistrados integrantes de la sección segunda de esta 
Corporación está incursa en causal de impedimento frente al medio 
de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y otros, dado que, por un lado, nos asiste 
interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto de 
prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo 
los empleados que prestan sus servicios en el despacho a cargo 
de quienes integran esta sección segunda, sino de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los 
demás decretos demandados, si bien son en favor de servidores 
de la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las direcciones seccionales de la Rama 
Judicial presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro 
que la Ley 4a de 1992, por lo que al efectuar cualquier 
pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá incidir de 
manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 

                                                 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el 
presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como lo 
es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada en 
desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la Sala 
considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por 
inconstitucionalidad implicaría adelantar un análisis del carácter salarial 
de la bonificación judicial con el fin de nivelar salarialmente a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, hace que los Magistrados 
tengan un interés indirecto en el presente asunto, en razón a que por 
años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección 
avocar el conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido 
en el numeral 4 del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, 
observa la Sala que también se encuentra impedida para conocer del 
presente asunto al tenor de la causal contemplada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, toda vez que la situación fáctica planteada por la 
Sección Segunda también resulta aplicable respecto de los magistrados 
que integran esta Sección, así como del resto de consejeros que hacen 
parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 
posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 
la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 
prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 
de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 
la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge en el despliegue normativo 
de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica que esta instancia judicial se 
abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
 
Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 
y transparencia que reinan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto en 
las resultas del proceso. 
 
En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las  

                                                 
3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437  
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
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diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su cargo4, sin 
embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los siguientes Acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 20215, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 20216, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 20217, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 

 
Como quiera que mediante oficio 88 del 08 de septiembre de 2021 la Juez 
Coordinadora de los Juzgados Administrativos de Bogotá informó que para esa 
fecha el Juzgado Tercero Transitorio de la Sección Segunda registraba una carga 
de 956 procesos activos, y que el Acuerdo del Consejo Seccional No. CSJBTA21-
44 del 9 de junio de 2021 dispuso que la suspensión del reparto temporal del reparto 
de procesos de la temática de su competencia a los Juzgados Transitorios Primero 
y Segundo se reanudaría una vez el Juzgado Transitorio Tercero alcanzara la carga 
de 945 procesos, se debe atender la regla de distribución del artículo tercero del 
mencionado acuerdo, según la cual, los procesos provenientes de este Despacho 
deben remitirse al Juzgado Primero Transitorio. 
 
(iv) CSJBTA22-11918 del 2 de febrero de 2022, en su artículo 3º creó nuevamente 
a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022 tres juzgados administrativos 
transitorios en Bogotá que “conocerán de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto.” 

                                                 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que  
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta.  
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
5 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf  
6 https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf  
7 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-
45bbf54f8a5d  

https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA21-11738.pdf
https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FA-11793.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302002/58700702/CSJBTA21-44.pdf/9faba7d6-2a7b-4953-933c-45bbf54f8a5d
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Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados.  
 
Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115678 y PCSJA20-115819, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
DVT 

                                                 
8 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
9 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 



Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Yamal Farit Rashid Morales    

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00138 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por YAMAL FARIT RASHID MORALES, a través de apoderada, contra 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los 
artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso por el deber de expedir los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 



 

 

 

2 
 

(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 14370 de 2011, 
conforme a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo del docente Yamal Farit Rashid Morales  identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 79.582.184. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-
115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Erika Mauren Moreno Patiño   

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00140 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por ERIKA MAUREN MORENO PATIÑO, a través de apoderada, contra 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los 
artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 14370 de 2011, 
conforme a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente Erika Mauren Moreno Patiño identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 52.172.836. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-
115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: María Leocadia González Murcia 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00157 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por María Leocadia González Murcia, a través de apoderada, contra NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 



 

 

 

2 
 

(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término común de treinta (30) días, 
que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 
de la Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 14370 de 2011, 
conforme a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente María Leocadia González Murcia  identificada con 
la cédula de ciudadanía No. 35.315.125. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-
115812, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 5571923dd85785099c37ce75bc437a0b7bf3f7677e3449138c9f3918d5e51c8e

Documento generado en 12/05/2022 04:48:57 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Jacqueline del Carmen Ortiz Durán    

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00160 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por JACQUELINE DEL CARMEN ORTIZ DURÁN, a través de apoderada, 
contra NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los 
artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 



 

 

 

2 
 

(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme 
a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente Jacqueline del Carmen Ortiz  identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 60.388.229. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  en los términos y para 
los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado “02Demanda.pdf” que 
reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Luis Felipe Santisteban Valbuena     

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00163-00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por LUIS FELIPE SANTISTEBAN VALBUENA, a través de apoderada, contra 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los 
artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme 
a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo del docente Luis Felipe Santisteban Valbuena identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 4.133.770. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  en los términos y para 
los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado “02Demanda.pdf” que 
reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Luz Yadira Borja Parra   

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00166 -00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por LUZ YADIRA BORJA PARRA, a través de apoderada, contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme 
a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente Luz Yadira Borja Parra  identificada con la cédula 
de ciudadanía No. 51.594.115. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el trámite del 
respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en el inciso 
final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del Código 
General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  en los términos y para 
los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado “02Demanda.pdf” que 
reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 32174edb5a2b51659b7abb11446f2dced122be82d64d42798aea294a798a9410

Documento generado en 12/05/2022 04:48:59 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Luz Marina Jamaica  

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00177-00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por LUZ MARINA JAMAICA, a través de apoderada, contra NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme 
a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente Luz Marina Jamaica identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 35.520.421. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el trámite del 
respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en el inciso 
final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del Código 
General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  en los términos y para 
los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado “02Demanda.pdf” que 
reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Nelsy Lorena Aros Dueñas 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio  

Vinculado: Bogotá Distrito Capital - Secretaría De Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2022-00181-00                     

 
De conformidad con lo previsto en los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, 
procederá a ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
presentada por NELSY LORENA AROS DUEÑAS, a través de apoderada, contra NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal a la ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ y 
a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 
198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la 
ley 2080 de 2021. 
 
4.  Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta Única Nacional Nro. 3-0820-000755-4 
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(Convenio 14975) GASTOS ORDINARIOS DEL PROCESO del Banco Agrario de 

Colombia, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA, para que conteste la demanda, por el término de treinta (30) días, que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, el cual comenzará a correr después de realizada la respectiva 
notificación de acuerdo con lo señalado en el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, conforme 
a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. Por Secretaría OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ para que en 
el término de diez (10) días, allegue al plenario en documento PDF la digitalización del 
expediente administrativo de la docente Nelsy Lorena Aros Dueñas identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.032.436.867. Para tal efecto, la parte actora debe adelantar el 
trámite del respectivo oficio e informar sobre su gestión de conformidad con lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del 
Código General del Proceso. 
 
10. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA1 ,  en los términos y para 
los fines de los poderes conferidos vistos en el PDF denominado “02Demanda.pdf” que 
reposa en el expediente digital. 
 
11. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance 
para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115672 y PCSJA20-
115813, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
DVT 

                                                 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 412837, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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